Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 37 minutos) 


Como primer punto tenemos en el día de hoy la instancia de recibir al Consejo Directivo Central de la Administración Nacional de la 
Educación Pública. Aprovechamos la circunstancia para agradecerles expresamente la buena voluntad demostrada para concurrir a 
la Comisión. En su oportunidad hicimos llegar a las autoridades de ANEP copia del planteamiento que había formulado el señor 
Senador Rubio, quien a pesar de que no integra la Comisión de Educación y Cultura, pidió hacerlo a través de esta asesora. En tal 
sentido, me parece que para dar buen cauce al debate sería bueno, salvo opinión en contrario de la Comisión, que el señor 
Senador Rubio hiciera una explicación de las razones que lo llevaron a solicitar la presencia de dicho Consejo. 


El señor Licenciado Bonilla, Presidente del CODICEN, solicita la palabra para una aclaración. 


SEÑOR BONILLA.- Quiero agradecerles la invitación y señalarles que hemos concurrido con el mayor de los ánimos para 
continuar aquel diálogo que mantuvimos la primera vez que me presenté ante la Comisión de la Cámara de Representantes. En 
aquel momento señalé que el diálogo debía ser permanente y fluido entre el Poder Legislativo y nosotros. 


Muchas gracias y estamos a las órdenes. 


SEÑOR RUBIO.- Agradezco la presencia del CODICEN en relación con el conjunto de los problemas de la educación que nos 
preocupan en común y ahora en particular este tema vinculado con la informática. Quiero despejar algunos problemas para decir 
cuáles me importan y cuáles no. En realidad no se trata de una circunstancia en la que estemos haciendo una evaluación sobre la 
gestión, las inversiones y los impactos en materia de informática durante la anterior Administración. Ese sin duda es un tema muy 
relevante e importante sobre el cual en algún momento nos interesaría -a mí personalmente y a la Comisión- hacer un balance y 
ver cómo eso se relaciona con el futuro. En este caso estamos interesados por una cuestión específica. Me refiero a problemas 
aparentemente graves detectados en la Gerencia de Informática del CODICEN. 


Como se sabe, hubo un par de denuncias de empresas a fines de octubre y mediados de noviembre del año pasado acerca de que 
estarían circulando en plaza computadoras e impresoras que habían formado parte de las licitaciones a las que había convocado el 
CODICEN, que resultaron ganadoras y entregaron el material. Eso dio lugar a actuaciones administrativas, policiales y judiciales. A 
consecuencia de la indagatoria policial y del trámite que se dio en el marco del Juzgado Penal de 11er. Turno, hubo un 
procesamiento por abuso de funciones en casos no previstos especialmente por la ley, por parte del Juez en relación con quien 
ejercía la Encargatura de la Gerencia de Informática. Sabemos que el CODICEN también determinó una investigación 
administrativa, que en la actualidad lleva ocho meses. Nosotros estamos altamente preocupados por cuáles deben ser los plazos y 
los tiempos en relación con sus eventuales resultados y las consecuencias que pueden tener en el orden administrativo y judicial. 
Hemos tenido acceso a importante documentación que, por supuesto, se encuentra en los ámbitos correspondientes, tanto 
administrativos como policiales y judiciales. De acuerdo con ella, podrían existir importantes daños para la ANEP porque según los 
informes iniciales de los interventores, se habrían determinado faltantes y es posible que estos faltantes que aparecen en esa 
documentación, no sean los que resulten en el ajuste final de las cuentas. Se trata de algo muy voluminoso que abarca, por lo 
menos -según los inventarios que figuran en el Tribunal de Cuentas- un flujo de materiales de veintiocho licitaciones y otros 
sistemas de compra, lo que implica, según mis estimaciones primarias, U$S 10:000.000 de inversiones en informática. Los 
inventarios sobre la última licitación de 1999 abarcaban mil setecientas computadoras, en las que parece que habría un faltante - 
puede ser que las cifras no sean exactamente ésas- por lo que, de acuerdo con lo que hemos visto, tenemos la presunción -creo 
que hay fuertes indicios de ello- de que hubo un modus operandi que se aplicó por años y a toda clase de materiales, es decir, no 
sólo al informático adquirido en las últimas dos licitaciones, que fue motivo de las denuncias de las empresas y que abarcó también 
el software de manera significativa. 


También hay testimonios acerca de que habría circulado en plaza software que formaba parte de estas compras efectuadas por el 
CODICEN. De acuerdo con la información referida, se desprende que en la Gerencia de Informática existía un descontrol total: 
había personal que formaba parte de los cuadros del CODICEN y también contratados; incluso estaba el propio Gerente o 
Encargado de la Gerencia y otras personas que eran funcionarios públicos de otras dependencias de áreas, como la Presidencia 
de la República, que estaban con pases en comisión. También había contratos de obra en el marco del Programa FAS durante 
períodos bastante prolongados. Entonces hay distintas clases de personas: algunos revisten en cuadros que aparecen en los 
informes hechos por los interventores, y otros desempeñaron la función durante largo tiempo en estos lugares sin formar parte del 
organismo, ni tener pases en comisión. Estamos hablando de muchas personas que tuvieron relaciones bastante atípicas y hay 
abundantes casos de vínculos familiares. Por ejemplo, con el Encargado de la Gerencia trabajaban sus dos cuñados por la familia 
de su esposa, el marido de su cuñada, su hermano -durante un tiempo- y su cuñado por la línea de su hermana, o sea que en total 
son cinco personas que tenían vínculo directo. 


Por otro lado, en el manejo de los materiales se pudo constatar que había falta de inventarios, no se llevaba récord de las 
máquinas, contabilidad de memoria ni potencia instalada. Hay ausencia de controles de entrada y salida de materiales de alto valor 
y escaso volumen y no hay control de "stock". Además, por razones de funcionamiento del servicio, se extraían materiales de 
algunas computadoras y se los ingresaba a otras. Esto abarca materiales de licitaciones anteriores a 1995, por lo que es muy difícil 
determinar qué es lo que realmente quedó y qué parte fue alterada. Digo esto porque no estamos hablando de máquinas que no se 
tocan, sino que fueron objeto de ingreso y egreso de distintos dispositivos. Según los testimonios a los que yo he tenido acceso, no 
se realizaron controles de "stock". 


Con relación al uso de fondos, al parecer había bastante discrecionalidad. Se hicieron pagos de sueldos a contratados sin 
documentación ni recibo de clase alguna, y en ese sentido hay varios testimonios de personas que dicen que se les pagó durante 
bastante tiempo de esta forma. A su vez, hay pagos de sobresueldos y sobrefacturación; se fragmentaron compras para eludir el 


tope legal del artículo 40 del TOCAF -que establece determinados montos para compras directas- y una resolución interna del 
CODICEN que no habilitaba más de dos compras directas por mes. 


Diversos funcionarios declaran que, en realidad, se les imponía cobrar cheques a su nombre por trabajos no realizados, por 
exigencia del Encargado de la Gerencia de Informática, mediante este modo de contrato irregular. Hay otras denuncias 
concomitantes en este sentido y da la sensación de que hubo una manera de operar que podría estar vinculada a prácticas que se 
dan en el mundo privado. En conclusión, hay acciones de apariencia delictiva que incluirían faltantes de materiales y manejo 
inescrupuloso de fondos. 


Al mismo tiempo, funcionaban empresas particulares paralelas con las cuales se vinculaban algunos miembros de la Gerencia de 
Informática y en las que existirían servicios cubiertos por técnicos del CODICEN en horarios de trabajo, con uso de medios de 
comunicación y vehículos del organismo. Esto se dice en distintas denuncias. Hay un conjunto de acusaciones de otra naturaleza, 
algunas bastante folclóricas y otras que no vienen a cuento. De todas formas, algunas podrían tener un relieve de otro tipo, como 
ser las relativas al uso de la infraestructura informática por parte de un alto jerarca del CODICEN con conocida actividad política 
anterior y actual, para editar publicaciones privadas suyas y material político de su movimiento. 


Por otro lado, se ha denunciado un conjunto de amenazas a varios de los testigos y al propio sumariante, lo que creo ha llevado a 
que cuente con una guardia policial en su casa. 


En este conjunto de irregularidades detectadas en un área específica, que es la Gerencia de Informática, y que ha dado lugar a un 
procesamiento y a esta investigación administrativa, cabe preguntarse cuál fue el proceso de selección de esta persona, cuál era el 
vínculo con sus superiores jerárquicos, a quién rendía cuentas y cuál es su situación actual, que confieso, ignoro. También me 
gustaría saber cuántos funcionarios superponían contratos a cargos presupuestados y cuántos exclusivamente contratados 
estuvieron vinculados a la Gerencia de Informática. 


Personalmente, lo que esperamos de las autoridades del CODICEN es que en un plazo prudencial se termine esta investigación 
administrativa, se nos comuniquen los resultados y si éstos refieren -como todo lo indica- no sólo al área administrativa sino que da 
mérito al pase a la Justicia Penal, se eleve el conjunto de estas cuestiones tan delicadas a la misma. Nos pareció importante que el 
Parlamento tuviera una versión institucional de todo esto, porque hay manejos de toda clase, periodísticos y otros, trascendidos, 
enchastre de gente y de personas y otras situaciones en las que no hay enchastre ni tampoco el rigor de la ley aplicada a 
conductas inescrupulosas. 


En definitiva, estas son nuestras preocupaciones básicas que nos llevaron a convocar, junto con el resto de los miembros de la 
Comisión, al CODICEN. 


SEÑOR BONILLA.- En primera instancia, quisiera trasmitir a la Comisión y en particular al señor Senador Rubio, que muchas de 
las preocupaciones manifestadas las hemos compartido a lo largo del proceso de seguimiento y de intervención que hizo la 
autoridad del CODICEN en el ámbito de la Gerencia de Informática. 


A modo de introducción, y antes de comenzar a contestar lo más prolijamente posible las interrogantes del señor Senador, me 
gustaría hacer un breve "racconto" de las medidas que se fueron tomando desde el CODICEN con respecto a esta repartición que, 
como efectivamente señalaba el señor Senador, en el momento de iniciar nuestra gestión encontramos funcionando en condiciones 
de descontrol y de poca formalidad en lo que hace a su operativa. A fin de no hacer un "racconto" demasiado extenso, podemos 
decir que el punto de partida es la puesta en conocimiento por parte del CODICEN -por resolución del Director Nacional- a la 
Unidad de Prevención de Delitos, el 9 de noviembre de 2000, de una nota presentada por la empresa Acer, por medio de la cual se 
daba cuenta que dicha firma había constatado la venta en plaza de equipos de informática que le habían sido comprados por la 
ANEP. Por su parte, el 20 de noviembre se vuelve a poner en conocimiento de la Unidad de Prevención de Delitos de la Jefatura de 
Policía otra nota recibida de la empresa "Telemarketer", vinculada a Xerox, por medio de la cual se daba cuenta de que en el taller 
de reparaciones de esa empresa habían ingresado dos máquinas que, de acuerdo con sus registros, habían sido vendidas al 
CODICEN. 


Junto con la puesta en conocimiento de la Policía, se dispone la investigación administrativa que ya se estaba desarrollando por 
Resolución N* 16/2000 y se solicita la realización de un inventario general de bienes e insumos del área de informática, por 
Resolución N* 17. De todas formas, nos pareció que no era suficiente proceder por la vía de la orden formal, sino que desde el 
punto de vista práctico también debíamos tomar medidas. Por lo tanto, luego de estas resoluciones, el 22 de noviembre se lleva a 
cabo, con participación de los tres escribanos del organismo, del Director de la Unidad Letrada y de la Secretaría General, un 
inventario general de bienes de todos los depósitos que había en Montevideo vinculados a la Gerencia de Informática, se cambian 
las cerraduras de la dependencia y se dispone que no se puede realizar ningún movimiento de los bienes sin previa autorización. 


Al día siguiente, el 23 de noviembre, se dispone que el señor José Luis Sánchez no puede ingresar más a las instalaciones del 
CODICEN vinculadas al área de informática y se le concede una licencia reglamentaria, que estaba pendiente. Asimismo, el 30 de 
noviembre se dispone la instrucción de un sumario, que se agrega a la investigación administrativa anterior, con suspensión 
preventiva y retención total de haberes por la no presentación del inventario que se le había requerido. El mismo día se designan 
dos encargados de la gestión de la Gerencia de Informática para que evalúen la situación y comiencen a poner en marcha un 
proceso de puesta en orden y conocimiento de lo que estaba pasando y, por otro lado, la gestión que el organismo requiere en 
cuanto a los aspectos informáticos. 


El 7 de diciembre se entrega a la Unidad de Prevención de Delitos información complementaria solicitada por el Juez, adjuntándose 
datos mucho más precisos con respecto a los números de serie de las máquinas Acer y de las impresoras Xerox. 


Más tarde, el 14 de diciembre, se establecen nuevos mecanismos de control para el ingreso y salida de material en la Gerencia de 
Informática, se dispone que la administración y control de los vehículos que la Gerencia tenía vuelvan a ser controlados por la 
Gerencia de Administración, y la progresiva centralización de los depósitos de la Gerencia de Informática en el local central de 
almacenes del CODICEN. Cabe destacar que hasta ese momento teníamos depósitos en varios lados. 


El 18 de diciembre se ratifica la denuncia presentada ante la Unidad de Prevención de Delitos en el Juzgado de 11er. Turno. 


El 27 de diciembre se dispone que se lleve adelante una reubicación y definición de tareas, así como también un estudio sobre las 
necesidades de los funcionarios de la Gerencia de Informática, conjuntamente con la Gerencia de Recursos Humanos. O sea que 
una vez designados los nuevos encargados, se hace una pequeña reestructura interna, a los efectos de ver con qué personal se 
puede seguir contando. 


El 30 de enero, por orden de servicio, se empieza a solicitar información a todas las dependencias del organismo, sobre la 
existencia de equipos informáticos en cada una de ellas, de acuerdo con lo pedido por los nuevos Gerentes de Informática. 


El 21 de febrero se toma la decisión de que la Gerencia de Informática se divida en dos áreas, una de ellas vinculada 
fundamentalmente a la gestión de un sistema de información esencialmente volcada a la actividad docente -me refiero a la 
tecnología educativa estrictamente- y otra relacionada con la informática de gestión, a efectos de tener una división funcional más 
clara que la que había antes en el organismo. 


El 22 de marzo se inicia el trabajo relativo al inventario, y a este respecto vale la pena señalar una característica que el señor 
Senador marcó bien al pasar. Un inventario de términos informáticos tiene dos aspectos: por un lado, lo que sería un recuento de 
equipos -es decir, equipos centrales, monitores, impresoras y eventuales equipos periféricos de otro tipo- y, por otro, el material 
informático, por sus propias características, puede ser modificado en su configuración interna. Por consiguiente, en la jerga que por 
lo menos se ha instalado en torno a este tema, hemos hablado de inventario físico y de un inventario lógico. Llamamos inventario 
físico al recuento de los diferentes artefactos -o hardware, en el lenguaje informático- mientras que el inventario lógico tiene que ver 
con aquel recuento que nos permitiría saber qué es lo que hay efectivamente dentro de cada máquina. Ambos inventarios 
presentan dificultades mayores -como bien lo señalaba el señor Senador- para ser llevados a cabo en plazos muy breves en un 
organismo de las dimensiones de la ANEP. 


En lo que refiere al inventario físico, debemos decir que, desgraciadamente, no resultaría de la suma de las compras realizadas por 
el organismo y su cotejo con el recuento de los equipos; si así fuera, las cosas serían muy simples. ANEP recibe un flujo 
permanente de donaciones de diferentes fuentes, que si bien en última instancia terminan siendo registradas, se debe tener en 
cuenta que el proceso de registro no es, desde luego, automático. A modo de ejemplo -y traigo esto a colación ahora- diremos que 
el Consejo de Educación Primaria, en distintos meses del año 2000 -aunque creo que la información no debe incluir el mes de 
junio- había recibido 87 máquinas en donación, pero allí no se puede saber cuántas Comisiones de Fomento hicieron una donación 
en el departamento de Tacuarembó, en el de Salto o donde fuere. Es decir que hay un flujo permanente de ingresos que no 
siempre se hace por la vía central, sino que muchas veces se realiza por la vía de los centros educativos, por lo cual el inventario 
físico constituye un problema de magnitud. Y ni qué hablar del inventario lógico, mediante el cual se revisan las máquinas una por 
una, para poder saber exactamente si cuando una determinada máquina marca equis Pentium press, o tantos gigabytes en el disco 
duro, en su interior el tamaño de dicho disco es el que originariamente traía, lo que podemos averiguar al abrirla. Esta es una tarea 
de mayor complejidad. 


Con respecto al inventario físico, tenemos una cifra de computadoras centralmente registradas, que es variable -por las razones 
que he mencionado- pero podemos decir que al día de hoy alcanza las 7.192 computadoras. Es probable que haya más en las 
escuelas, por lo que esta cantidad podrá variar en cierta medida, aunque no demasiado, ya que a las escuelas se donan una o dos 
computadoras. De todos modos, esto va modificando la cifra total. Entonces, desde el punto de vista de lo que sería el inventario 
físico, tenemos una aproximación razonable del número de máquinas y sus características. Hay máquinas que desgraciadamente 
son muy viejas y otras que, a pesar de no ser de última generación, son altamente operativas para los fines educativos requeridos. 


En lo que refiere al inventario lógico, la Gerencia de Informática, por medio de su responsable aquí presente, el ingeniero Canessa, 
llevó a cabo la puesta en marcha de todo esto. Hemos conseguido un software que permite, mediante la sola introducción de un 
disco en la máquina, que se autolea, pudiendo brindar automáticamente la información sobre su configuración y sus elementos 
internos. Aquí, por lo menos, nos estamos ahorrando aquel trabajo descomunal de abrir la máquina y ver lo que tiene adentro; 
simplemente, con un pasaje de disco podemos hacer esta operación en términos más expeditivos. 


Continuando con la cronología de los hechos, podemos decir que así empezaron a llegar los primeros informes ya generados por 
los nuevos encargados de la Gerencia de Informática. Tanto en el mes de marzo como en el de mayo se presentaron dos informes 
sustantivos. Asimismo, en mayo se comenzó a rever el tema del personal interno de la Gerencia de Informática, la que solicita a la 
Gerencia de Recursos Humanos que elabore las bases para convocar a un concurso de llamado a aspirantes para cubrir la 
necesidad de personal de dicha Gerencia, fundamentalmente la de programador. 


Ya en el mes citado, el Consejo tenía -y las sigue teniendo, lo que creo que es compartido por todos- las mismas inquietudes que 
señaló el señor Senador en cuanto a los tiempos. El 22 de mayo se dispone por resolución, por parte del instructor del sumario, al 
Encargado de la Gerencia de Informática que se lleven adelante de una vez por todas las medidas tendientes a la culminación del 
sumario en los plazos establecidos en la normativa vigente, recordando que el funcionario en cuestión, el señor José Luis Sánchez, 
en sentido estricto no pertenecía, por su cargo, a los cuadros de la ANEP. Por lo tanto, se solicita que se estudie cuál es el estatuto 
funcional del funcionario y que se remitan lo antes posible todos los antecedentes a la Justicia Penal. Se trata de la Resolución N* 
21, del Acta N* 26 del 22 de mayo. 


El 14 de junio recién se puede culminar el inventario físico nacional, lo que se logra mediante la incorporación de estudiantes de 
Informática del Consejo de Educación Técnico Profesional, con el objetivo de dotar a éste de la mayor celeridad. De esta forma, 
pusimos a trabajar en esto no sólo a los funcionarios de Informática, sino también a alumnos de la UTU, para que nos 
acompañaran en una tarea que no sólo es de grandes, sino que es, además, sumamente costosa, ya que sólo por concepto de 
viático por traslado del personal, estamos hablando de una cifra importante. 


El 15 de junio por fin culminó el inventario físico, que nos dio una cifra de alrededor de 7.100 computadoras en todo el universo de 
la ANEP, y también contamos con el inventario lógico de todo el Programa 01 "CODICEN" -hemos trabajado paralelamente en eso- 
y del Inciso 03, que corresponde al Edificio Central de Secundaria. 


En definitiva, de acuerdo con esta breve enumeración de actos y de elementos que se han ido incorporando al problema, creo que 
el Consejo Directivo Central ha actuado conforme a Derecho, llevando adelante todas las medidas que estaban a su alcance en la 
esfera de sus competencias. Ante la presunción de hechos con apariencia ilícita, adoptó las medidas correspondientes en la órbita 


administrativa, realizando tanto la investigación como el sumario al reiterarse la evidencia de una gran irregularidad. Se hizo la 
correspondiente denuncia policial y se ratificó lo anterior ante la sede penal. A la fecha, se continúa con una permanente actuación 
en esta área, habiéndose iniciado -como mencionaba anteriormente- un proceso de reorganización en la gestión de la informática 
misma, a través de la creación de dos áreas distintas: una informática propia de cada gestión, y otra relativa al sistema de 
información de vocación educativa. 


Eventualmente, podríamos dejar a los señores Senadores esta enumeración de pasos que se han ido dando, pero somos 
conscientes de que seguramente allí no están contestadas todas las dudas planteadas por el señor Senador. Quizás no he podido 
dar respuesta a todas las preocupaciones planteadas, pero trataré de ser lo más concreto posible y, si algo me queda en el tintero, 
pido que me lo hagan ver para poder contestarlo. 


En todo caso, creo que el punto de partida de la preocupación del señor Senador Rubio tiene que ver con una gestión muy 
deficitaria y un descontrol total en la Gerencia de Informática. Efectivamente, en los primeros meses de nuestra gestión fuimos 
advirtiendo esto con relativa celeridad y, al aparecer el primer elemento palpable que permitiría hacer una denuncia real, que fue la 
factura de la empresa Acer, el CODICEN procedió inmediatamente. Por lo tanto, creo que en cuanto a cómo estaba funcionando la 
Gerencia de Informática, todos tenemos un acuerdo bastante claro. 


Otro punto que mencionaba el señor Senador y sobre el que todos tenemos alguna idea, se refiere a que, por la misma forma en 
que se descubren los problemas de manejo en la Gerencia de Informática, a través de la empresa, parecería evidente que en la 
relación entre la Gerencia de Informática y el mundo de lo privado existe algún problema. Pensamos que el abogado sumariante 
está atento al tema porque pusimos en sus manos todos los elementos que llegaron a nosotros. Quizás haya conseguido algo más 
de lo que no estamos informados porque, obviamente, no hemos tenido acceso al expediente del sumario. 


Con respecto a la inversión en informática, efectivamente esta ronda en los U$S 10:000.000, lo que es un poco menor que el monto 
manejado desde el punto de vista periodístico, que asciende a U$S 14:000.000. Nuestra cifra se refiere a las compras realizadas 
por el Consejo Directivo Central. 


En cuanto a la falta de inventarios, por lo menos en el período 1997 - 1999, no había inventarios claros -antes hubo algunos, pero 
no del todo completos- ni existía control de stock. Con respecto al control central de "stock", estamos seguros de las máquinas que 
tenemos y de las que salen. Si por "stock" se entiende el conjunto de todo lo que pertenece al organismo en todas sus 
reparticiones, es un poco más difícil establecerlo por el permanente ingreso de donaciones e, incluso, a veces de los egresos. Por 
ejemplo, en la Semana de Turismo una escuela de la UTU desgraciadamente fue robada, pero ese tipo de casos se da de baja 
inmediatamente sin problema. 


Existen ciertas dificultades, pero los encargados de informática han avanzado bastante en este tipo de cosas. Estamos seguros de 
que en un plazo prudencial no sólo tendremos los resultados de lo que hace a la gestión de la Gerencia de Informática anterior, 
sino también un estado de cosas funcionando en la actualidad que quizás no sea ideal pero sí nos dará garantías para poder 
trabajar. Actualmente, nos movemos con buenas garantías en lo que hace a la instalación. Sabemos dónde están y cómo se 
reparan los equipos y, en caso de problemas, estamos permanentemente informados acerca de cómo se procede en cada caso. 


Aún no se ha discutido ni ha llegado al Consejo información sobre el uso de la infraestructura informática para fines políticos en 
sentido estricto. No contamos con información al respecto ni sabemos claramente si eso figura o no. Es posible que el abogado 
sumariante haya encontrado algo en ese sentido. 


El señor Senador ha manifestado un conjunto de preocupaciones sobre la discrecionalidad en el pago de sueldos, 
sobrefacturación, fraccionamiento de compras y la imposición a cobrar cheques de funcionarios con el Gerente como destino final. 
Desde el punto de vista contable, nosotros no tenemos información sobre esto. Quiere decir que, de existir, todo este manejo se 
hacía de forma totalmente informal y en paralelo. Los registros contables no muestran faltantes de dinero. Por lo tanto, si esto 
sucedía, era en un ámbito paralelo a la contabilidad del organismo y la Gerencia Financiero Contable nunca señaló si faltaba o 
sobraba algo de informática. 


Con respecto al "staff" funcionarial de la antigua Gerencia de Informática, efectivamente estamos de acuerdo con el señor Senador 
en cuanto a que allí coexistían diversas categorías de funcionarios. El Gerente de Informática estaba allí por un pase en comisión y, 
además, había funcionarios del organismo, contratados, contratos de obra e, incluso, becarios, pasantes y docentes. Creo que el 
señor secretario tiene información mucho más específica sobre esto. 


SEÑOR SILVA.- La Gerencia de Informática proporcionó información según la cual a diciembre de 2000 existían ochenta y cuatro 
funcionarios cumpliendo tareas en la órbita de la Gerencia: cuarenta y nueve funcionarios públicos de la ANEP, presupuestados o 
contratados, diecinueve docentes, seis becarios o pasantes y diez contratos de servicio o de obra. Luego de la reubicación y nueva 
distribución de perfiles de los funcionarios, a julio de 2001, la Gerencia de Informática, de los ochenta y cuatro funcionarios, cuenta 
con sesenta en su totalidad; tiene además treinta y siete funcionarios públicos que pertenecen a la ANEP; once docentes; cuatro 
becarios o pasantes y ocho contratos de obra o de servicio. Cabe destacar que acá hay trece funcionarios que están 
desempeñando funciones en el área de capacitación y que, de acuerdo con la resolución del Consejo, esta área en la nueva 
estructura va a pasar a la órbita de la Gerencia de Recursos Humanos, por lo que a los sesenta funcionarios habría que quitarle 
estos trece. 


SEÑOR BONILLA.- Confirmamos, entonces, la existencia de tres categorías de funcionarios y que las cifras en ambos momentos 
son las que acaba de indicar el señor Secretario, tanto antes de nuestra intervención y de separación del cargo del señor Sánchez, 
como ahora. 


Con respecto al tema de los faltantes que, obviamente, preocupa a todos y a la opinión pública, debemos decir que con fecha 23 de 
marzo, el señor Carlos Canessa, que era uno de los Encargados de la Gerencia de Informática en el estado de intervención -quizás 
esta sea la mejor forma de describirlo- señalaba que no se lograban ubicar 324 equipos Acer de los 1.700 comprados por la 
licitación N* 01/99. Como se señaló anteriormente, de marzo a la fecha se han ubicado veintisiete equipos, once de los cuales 
están funcionando en la Presidencia de la República y diecisiete fueron instalados, en virtud de un acuerdo de las autoridades 


anteriores del CODICEN, en el Liceo Militar. Por lo tanto, a la fecha y con la información que se ha podido recopilar, llegamos a la 
conclusión de que todavía faltan ubicar 296 equipos. De modo que ese sería el faltante comprobado hasta el momento. 


Por otro lado, también tenemos faltante en las computadoras portátiles, es decir, "notebooks", pero creo que sería mejor que estos 
datos los diera el señor Canessa. 


SEÑOR CANESSA.- Efectivamente, de cien equipos adquiridos hemos ubicado cuarenta y uno. 


SEÑOR BONILLA.- Respecto a otro tema que fue mencionado también por el señor Senador Rubio y del que se hace mención en 
la versión taquigráfica de su intervención en la hora previa de una sesión del Senado, relacionado con la existencia de equipos en 
los cuales faltaban partes, que hubiesen sido de alguna manera desguazados o modificados en su configuración original interna, 
puedo decir que a la fecha tenemos la siguiente información: en la Gerencia de Informática fueron ubicados treinta equipos que 
efectivamente habían sido utilizados como fuente para tomar elementos internos para reparar otros equipos. Ese es un primer 
universo de equipos que manifiestamente habían sido modificados o, por lo menos, privados de elementos internos, que estaban 
en uno de los depósitos de la Gerencia de Informática. La misma situación se encontró en lo que se llama Servicio Técnico, donde 
hay un número de alrededor de sesenta equipos que también habían sido utilizados para reparar en el conjunto del sistema. Salvo 
casos muy excepcionales de liceos o escuelas donde se producen pequeños robos o roturas, hasta la fecha no hemos encontrado 
más que estos noventa equipos; o sea, el conjunto de los equipos instalados, tal como lo indica el inventario lógico en su etapa 
actual -me refiero a todo el 01, todo el CODICEN, más el Central de Secundaria- está en las condiciones que debe, a excepción de 
algunos pequeños problemas que tienen que ver con el funcionamiento cotidiano. Dicho de otro modo, no ha habido un tráfico 
interno voluminoso de equipos. 


De los equipos que estaban en la Gerencia de Informática o en el Servicio Técnico, es muy posible que algunos hayan sufrido la 
utilización de sus elementos internos para hacer "upgrades" o para la reparación de otros equipos en operación. Por supuesto, la 
investigación indicará si además de eso hubo sustracción de material para la venta. Sobre este tema, repito, no tenemos 
información, pero sí sabemos que los equipos en los que, si se me permite la expresión, "se pudo haber metido la mano", son 
noventa y no hemos encontrado más con problemas. 


SEÑOR CID.- Quisiera saber si el servicio de los equipos de computación se hace centralmente o por intermedio de las empresas 
proveedoras. 


SEÑOR CANESSA.- Debo decir que el "service" se hace centralmente, en base al Servicio Técnico del CODICEN. 


SEÑOR RUBIO..- El profesor Bonilla se refirió al tema de los faltantes, y a ese respecto quisiera saber si se puede precisar el nivel 
al que se ha llegado hasta ahora. Digo esto, porque hubo compras e inversiones muy importantes en material de informática que 
me gustaría confirmar a los efectos del análisis en la Comisión. 


En principio sabemos que se invirtió una cifra superior a U$S 6:000.000 en seis licitaciones, dentro de las que se incluyen, 
concretamente, las 01/97, 65/97, 02/98, 14/98, 44/98 y 01/99. Las dos últimas son las que, en un caso, por U$S 6:500.000 incluyó 
las impresoras Xerox, pero también otro conjunto de materiales, que fue lo que dio lugar a la denuncia y, en el otro, por U$S 
2:200.000, incluye los 1.700 PC Acer. Ahora bien, hubo muchos "PC" comprados en el marco de las licitaciones anteriores. Cuando 
hablamos de que hasta la fecha no se ha logrado ubicar 296 computadoras Acer, si no me equivoco, estamos hablando del paquete 
de 1.700 computadoras. Eventualmente puede haber sustracciones, faltantes de importancia a determinar de otros paquetes que 
corresponden a otras licitaciones. Pero en este momento estamos hablando exclusivamente de esta licitación. Entonces, quiero 
saber si en la información actual de que se dispone se han detectado faltantes en las otras licitaciones o si todavía se está en la 
fase en la que esto se pueda determinar. 


Otro elemento que resulta claro es el que aparece en una de las denuncias y en los testimonios a los que hemos tenido acceso y 
es que, en realidad, de las cien "notebooks" que fueron compradas a IBM, que costaron U$S 240.000, hasta la fecha se han 
ubicado cuarenta y una; o sea, hay cerca de sesenta que aún no se han ubicado. Recalco que digo aún porque tenemos la 
esperanza de que aparezcan en algún lado. 


La pregunta concreta apunta a saber si, en realidad, hay faltantes detectados sobre el resto de la infraestructura informática; 
asimismo, si hay datos sobre el software adquirido, pues en varias de las denuncias aparece que esto se compró por costos muy 
importantes, de lo que una parte se repicó internamente -en tanto se copiaron programas comprados, algunos con autorización y 
otros no tanto- y otra parte se comercializó externamente. Entonces, quisiera saber si hay algo en materia de software que presente 
algún orden de irregularidades. 


En lo que se refiere al tema de los faltantes, sé que esto es complejo y que hay muchas donaciones. También sé que la Gerencia 
de Informática solicitó varias veces a distintos organismos que le hicieran donaciones, entre otros al Banco de la República y al 
Banco de Seguros. El software al que se hizo mención significa un avance muy importante desde el punto de vista de inventario, 
porque si a través de un disquete se puede obtener el resultado de la autoidentificación de lo que hay, es mucho más fácil 
progresar. Si hay material donado por parte de organismos oficiales, el procedimiento es más sencillo. 


SEÑOR BONILLA.- La cifra de 286 faltantes se refiere obviamente al material Acer y los 59 faltantes, a los "notebook" IBM. 


Con respecto a faltantes pertenecientes a otras licitaciones, el trabajo resulta más complicado de hacer. El sistema que está 
acumulando material desde hace diez o quince años, tiene una inconmensurable variedad de equipos. Esa sí es una tarea difícil, 
porque son muchas las fuentes de ingreso de equipos. En todo caso se podría encarar una revisión de las grandes licitaciones. 


SEÑOR RUBIO.- De eso estoy hablando. 


SEÑOR BONILLA.- Inclusive, la forma en que vamos a manejar la diversidad de los equipos representa un problema de futuro, 
porque el funcionamiento en línea, la variedad de configuraciones, potencias y capacidades es tal que no podemos instrumentarlo. 


En segundo lugar, el señor Senador Rubio se refirió al software. Nosotros no hemos recibido ninguna denuncia con respecto a la 
desaparición o al uso, lo que es mucho más complicado, porque el software se puede duplicar muchas veces. Quiere decir que 


sobre el software no tenemos ninguna denuncia directa. Sin embargo, el encargado de informática quizás pueda aportar algún 
elemento al respecto. 


SEÑOR CANESSA.- En cuanto al software, se ha instalado todo lo que se ha adquirido. El que se ha adquirido en los últimos 
períodos es por licenciamiento, no por caja. Se compra una licencia, que es un papel que dice, por ejemplo, que tenemos 5.000 
cuentas de correo. De esto no puede hacer usufructo nadie más que nosotros; ese tipo de licenciamiento nadie lo puede vender. 
Hay sí licencias de software comprado por lo que se llama cajas. Hay aproximadamente 1.500 aulas instaladas y cada una tiene un 
servidor. Se trata de software que se ha ido instalado y es básicamente software por licencias. Al respecto no hemos visto faltantes. 
Estamos trabajando para concretar todos los números, pero lo primero que detectamos es que no hay faltantes en ese punto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador Rubio, en su primera intervención, hizo referencia reiterada a que se formularon 
denuncias y fue una enumeración muy extensa. Pregunto si todas esas denuncias a que se hizo referencia están presentadas y si 
la autoridad las conoce y se le han formulado debida y formalmente. Seguramente el señor Senador Rubio, por razones de reserva, 
no aporta la prueba documental de esas denuncias y es comprensible. Sin embargo, quisiera saber si la autoridad tiene 
conocimiento de todas esas denuncias referidas en la sesión de hoy. 


SÑEOR BONILLA.- Las denuncias que hemos recibido son las que inmediatamente trasmitimos a la autoridad policial y luego a la 
sede penal, referidas fundamentalmente al vínculo con empresas. Luego, ante la sospecha de que el funcionamiento de la 
Gerencia de Informática no era el adecuado, internamente, por la intervención que se hizo en la Gerencia y por la actividad de los 
nuevos encargados, fueron surgiendo diferentes problemas de gestión y estamos ante esta posible irregularidad de que tenemos 
faltante de más de doscientos PC por un lado y más de cincuenta "notebook" por otro. Comparto lo que decía el señor Senador 
Rubio en cuanto a que van a seguir apareciendo y, quizás, al final del proceso encontremos algún faltante realmente comprobable. 
Sin embargo, en la fecha actual estamos avanzando todos los días un poco más. Todas las denuncias que hemos recibido fueron 
comunicadas a la Justicia y no hemos recibido más que las dos vinculadas a las empresas; formal y por escrito es lo que tenemos 
nosotros. 


SEÑORA TORNARIA.- Simplemente, quiero hacer una puntualización desde el punto de vista institucional, como integrante del 
Consejo Directivo Central del período 1995-2000 y del actual. 


El señor Senador Rubio habló de un descontrol total en la Gerencia, y creo que mi Director General retomó las palabras de dicho 
señor Senador y habló de que estamos de acuerdo con él en que hubo o hay un descontrol total en la Gerencia de Informática. 


Deseo dejar constancia de que no es mi opinión -ni anterior, ni actual- y la quiero fundamentar en lo siguiente. La Gerencia, con su 
anterior Director y con su Encargado, hasta la separación de cargo fue capaz de instalar alrededor de 500 aulas de Informática en 
Primaria, Secundaria, UTU y Formación Docente; de computarizar más de 350 bedelías de Secundaria, 107 de UTU y 1.150 de 
Escuelas; de abatir, por medio de las licitaciones y de las especificaciones técnicas -y me refiero al ingeniero Muguerza y al 
encargado posterior de la Gerencia- el costo del aula de informática de U$S 84.000 a U$S 22.000; de sugerirnos que 
abandonáramos el mantenimiento tercerizado -al que se refería hace un momento el señor Senador Cid- que le costaba a la ANEP, 
en Administraciones anteriores, el 3% mensual del valor de cada aula, y que implicaba un desembolso que hubiera sido imposible 
mantenerlo al extenderse, como lo hizo, el número de aulas y de apoyo de infraestructura a la administración liceal, escolar y 
escuelas de UTU, reduciéndolo al costo actual realizado por el equipo técnico -me refiero al actual y al anterior- de la Gerencia de 
Informática al 0,5% del valor del aula. Además, dicha Gerencia nos permitió, desde el punto del vista del impacto -no hablo de lo 
cualitativo- abarcar en el año 2000 a cinco mil estudiantes de Secundaria y a diez mil quinientos estudiantes de UTU, totalizando 
alrededor de cincuenta y dos mil en dicho año; y alrededor de sesenta y siete mil alumnos en 2001. Personalmente no podría 
afirmar que fuera una Gerencia que está o estuvo en descontrol total. De las denuncias recibidas en la Administración actual -no 
hubo ninguna en la Administración anterior- aparentemente los Encargados de la Gerencia no han comprobado problemas de 
organización dentro de la Gerencia ni la posibilidad de algún delito. Eso será establecido por los Jueces competentes en el 
momento en que nosotros lo derivemos. 


Personalmente quiero dejar constancia, reitero, de que no comparto la opinión de que anteriormente la Gerencia funcionara con 
descontrol total. 


SEÑOR RUBIO.- Quiero hacer algunas precisiones. 


Como ha interpretado el señor Presidente de la Comisión, por distintas razones no hemos expuesto los materiales acá. De todas 
maneras, hemos tenido acceso a ellos y algunos constan en el ámbito administrativo, otros en el judicial y otros en el policial. No 
queremos exponer este tema porque es muy delicado y no queremos que la institución parlamentaria aparezca interfiriendo las 
indagaciones que se están haciendo; pero afirmo categóricamente que hay testimonios que incorporan denuncias acerca de la 
comisión de actos, algunos de irregularidad y otros más allá de eso. 


En cuanto al tema del descontrol, se trata de una apreciación subjetiva; nosotros tenemos un punto de vista muy diferente al de la 
Consejera profesora Tornaría. Tengo la convicción de que hubo un modo de operar que se extendió durante años, y por eso hacía 
la pregunta del faltante que afectó no sólo los ingresos que hubo entre fines de 1998 y 1999 sino, por lo menos, los de 1997. Creo 
que el faltante que se ha determinado hasta ahora es relativamente importante con relación a las licitaciones de que estamos 
hablando, pero esto se extiende mucho más. Sin duda puede haber habido una respuesta muy eficaz en términos de montaje de 
aulas de informática y en otros órdenes; y debe ser cierto lo que dice la Consejera Tornaría en cuanto a que se hicieron muchas 
cosas de acuerdo con los planes que se tenían. Pero también es cierto que en el marco de las actuaciones hay faltantes muy 
considerables y que en el funcionamiento interno no se llevaban registros ni se hacían controles de una cantidad muy grande de 
aspectos, entre otros, de manejo de dinero. Creo que eso va a surgir de estas investigaciones, pero no le pido al Consejo que dé 
respuesta en ningún sentido ya que será la Justicia Penal la que determinará si se cometieron tales o cuales delitos. 


A los efectos de la configuración que uno se va haciendo y para no cometer errores, solicitaría que nos alcanzaran la nómina de 
personas que trabajaron en sus distintas categorías en el ámbito de la Gerencia. A su vez, quisiera que el Presidente del CODICEN 
aclarara el tema referente a la estructura de gestión, porque aludió a llamados a concurso y reestructuras y quisiera saber cómo 
queda esto de ahora en adelante en materia de la Gerencia final. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si la Comisión me permite, quisiera efectuar algunas reflexiones que, a mi entender, resultan oportunas. 


En primer lugar, para entender el problema del volumen de lo que se está manejando, creo que habría que tener un poco claro qué 
es lo que se buscó hacer, qué es lo que se logró y qué es lo que se está haciendo en materia de computación. El hecho de que 
haya faltado material llama la atención, pero lamentablemente no es un fenómeno que ocurra sólo en la ANEP. Es más, en esta 
Casa han faltado desde artefactos de baño hasta aparatos de fax. Digo esto para que nos demos cuenta de que se trata de 
problemas del Estado y de su Administración. Personalmente, como administrador sufrí ese problema y dispuse más de una 
investigación administrativa en ese Ministerio. 


Por ejemplo, el hecho de que las "notebook" quepan en un portafolio hace que sea muy difícil realizar un control. Si alguien sale 
con una computadora en la mano de una oficina, llama la atención, sobre todo si en la espalda de la persona que la lleva no dice 
"Service". Además, a veces se llevan las "notebook" a su casa para trabajar más y mejor, por lo que es imposible controlarlo. 
Entonces, cuando se avance en las indagaciones, tal vez el faltante de cincuenta y nueve "notebook" baje sensiblemente, aunque 
no descartamos que entre tantos funcionarios haya alguno deshonesto que termine quedándose con una. Lo que quiero decir es 
que estamos frente a un fenómeno que lamentablemente está muy extendido y en ese sentido en esta Casa hemos tenido muchas 
investigaciones. Los aparatos de fax del Palacio no son de los más modernos y son bastante grandes, pero también desaparecen y 
se disponen las investigaciones correspondientes. 


En cuanto a la calidad de los funcionarios, cuando se quieren poner en marcha servicios nuevos de esa naturaleza en forma rápida, 
es una práctica común que las oficinas se ayuden recíprocamente con funcionarios. En esta Casa es muy común que se acuda a 
esa modalidad para plantear problemas, hacer gestiones y facilitar que un funcionario de una oficina pública que pueda resultar no 
imprescindible, pase a prestar funciones en otro organismo público. Esa es una práctica absolutamente común y normal; es más, 
en esta Casa hay 130 Legisladores que tienen en sus Secretarías funcionarios en comisión. Eso forma parte de una costumbre y 
una práctica necesaria por no contarse con un personal directo para el asesoramiento. En este caso se puso en marcha una nueva 
Gerencia con un objetivo muy claro y definido, por lo que se trajeron personas de otras oficinas mientras se iban tomando las 
medidas para proveerlas en forma definitiva. A su vez, se han realizado contratos de acuerdo con la ley, lo que también forma parte 
de una práctica habitual. No digo esto para relativizar ni minimizar el hecho, sino para decir que estamos en un universo donde todo 
esto ocurre con naturalidad y fluidez. Esto no nos debe llevar a ser permisivos ni a dejar de señalar que algunas cosas se hacen en 
forma irregular, pero se trata de una realidad común a toda la Administración. 


Para que tengamos una idea de lo que significa el volumen del que estamos hablando, quiero decir que en el sistema educativo 
hay más de siete mil computadoras. Es un hecho que no podríamos haber pensado hace diez o quince años. Esto responde a 
nuevas realidades que están en sus inicios y que, por lo tanto, pueden traer algunas dificultades. Me veo en la obligación de hacer 
algunas referencias sobre esta nueva realidad que estamos viviendo en el sistema educativo público. 


En primer término, la anterior Administración creyó del caso definir qué tipo de enseñanza de informática se iba a impartir en la 
educación media, fundamentalmente, considerando que por el volumen de alumnos de primero y segundo año con relación a la 
matrícula de Primaria -100.000 contra 400.000- era posible una implementación rápida. 


En segundo lugar, por la edad de los alumnos -entre 12 y 15 años- se tuvo en cuenta que participaban de un pensamiento lógico, y 
como estaban más cerca del ingreso al mercado de trabajo, los programas que aprendieran les iban a ser útiles para su inserción 
laboral. 


Finalmente, el objetivo era formar un país en el que todos los jóvenes conocieran el instrumento informático, como una 
alfabetización para el siglo que se venía, y armar al país con recursos de alta calidad que nos dieran una ventaja relativa en esta 
clase de servicios. 


Así fue que las autoridades anteriores concibieron un plan básico de educación media, que no era preuniversitario sino que actuaba 
como socializador de todas las nuevas generaciones. La idea era que tuviera un número de asignaturas menor y que parte de ellas 
se fusionaran por áreas de conocimiento, para que alumnos hijos de madres con Primaria como máximo nivel educativo -lo que se 
daba en una inmensa cantidad de hogares: representan un 40% de la matrícula- pudieran recibir una síntesis elaborada por el 
manual, por el programa y por el profesor. Los alumnos pasarían de escasas tres horas diez minutos diarios de clase, a cinco horas 
treinta minutos. Durante cinco días a la semana se enseña lengua nacional, lengua inglesa, informática, matemáticas, ciencias de 
la naturaleza y ciencias sociales, y el sexto día se dedica a la música, al arte y a los problemas de la adolescencia. 


Para implementar este Plan 1996 se requería de tiempo, de esfuerzos, de capacitación y, sobre todo, de muchos recursos, por lo 
que se debía implantar progresivamente. Basta pensar en el magno esfuerzo de transformar liceos y escuelas técnicas de tres 
turnos en establecimientos de dos turnos, que fue necesario construir en todo el país, y también considerar la magnitud de la 
inversión anual en informática. 


En el año 2000 estuvieron incluidos en el Plan 1996 y, por lo tanto, recibieron cinco horas semanales de informática en salas que a 
lo largo del día atendían como máximo a diez grupos, 25.241 estudiantes de primer año de Enseñanza Secundaria, el 58% del total 
matriculado, y 16.073 de segundo año, 44% del total. Por su parte, en la educación técnica se había avanzado más rápidamente y 
la totalidad de los alumnos de primero y segundo año ya estuvieron incluidos en el Plan 1996, con clases en salas de informática 
especialmente construidas y equipadas para ese fin. El año pasado la matrícula, en números redondos, fue de 6.000 estudiantes 
de primer año y 4.500 de segundo. En total, casi 52.000 estudiantes del Ciclo Básico recibieron educación en computación, y se 
estima que en el presente año la cifra ha de ser de 67.000 alumnos sobre una matriculación total, en primero y segundo año, entre 
Secundaria y UTU, que se estima en aproximadamente 90.000 estudiantes. 


No se conoce otro país de América Latina que haya logrado un similar nivel de formación en Informática a través de la educación 
regular. Unicamente podría señalarse como caso similar al del Uruguay, de acuerdo con las informaciones que se han dado 
últimamente, el de la Isla de Barbados. 


Parece necesario hacer algunas reflexiones para comprender ese universo numérico de las computadoras a que se hacía 
referencia. 


La estrategia económico-financiera para lograr la universalización de la enseñanza en Informática incluyó estos elementos: 
simplificación del modelo del aula informática; dieciséis terminales sin disco duro; un servidor que sostiene la red, Pentium !l y 111; 
un monitor para el profesor; conexión módem a Intranet e Internet; una impresora; adquisición de marca reconocida para servidor y 
monitor, y "clones" para las terminales; y compra de todos los accesorios para construir la red, que no se enumeran en las distintas 
fundamentaciones que dio el señor Senador Rubio. Además, se previó la realización de licitaciones internacionales, porque se 
usaban fondos del Banco Interamericano de Desarrollo y del Fondo Mundial, lo que llevó a que se presentaran grandes empresas 
que operan incluso en los Estados Unidos, con el consiguiente descenso del precio, en compras que totalizaban en cada caso más 
de mil equipos. A esto hay que agregar una reducción de U$S 84.000 -cifra que se llegó a pagar en alguna oportunidad- a U$S 
21.000, en el costo de los equipos correspondientes a cada sala, pagados a los proveedores internacionales. También hay que 
considerar una inversión promedio por sala de varios cientos de dólares en los "switches" y los famosos "hubs", que son un equipo 
electrónico circular, como el centro de una rueda de bicicleta desde donde salen los rayos, lo que permite en el servidor las 
conexiones de los dieciséis equipos que procesan la información, apoyados por el disco duro. Asimismo, se previó la organización 
de un servicio de instalación y de mantenimiento expresamente establecido. 


Podría seguir enumerando otra gran cantidad de factores, como el hecho de que las empresas cobraran un 3% mensual, cuando 
era preferible organizar un sistema propio que reducía sensiblemente los costos. Pero creo que no alcanza con manejarnos 
únicamente en el marco frío de la enumeración inventarial de estos elementos, sino que es necesario remarcar lo que ha sido 
desde nuestro punto de vista una real transformación en el sistema educativo uruguayo en lo que tiene que ver con la informática. 


Esto se hace con la angustia y la preocupación de poder vencer todas las barreras burocráticas que en este país tanto dificultan y 
enlentecen este tipo de procesos. Es posible que en esa marcha haya habido errores, omisiones o algún funcionario que no haya 
tenido toda la fidelidad hacia la Administración que debió haber tenido, y de ahí las medidas adoptadas. Las autoridades del 
CODICEN tienen en su poder únicamente dos denuncias, que fueron procesadas como correspondían. Se dio pase a la Justicia 
Penal, que actuó y dispuso un procesamiento sin prisión, contrariamente a lo que algunos medios de comunicación habían 
señalado y, curiosamente, la persona procesada no lo ha sido por hurto ni por apropiación indebida, sino por abuso de funciones. 
Ese es el delito que se le tipificó a la persona procesada, que fue sometida, por denuncia de la autoridad del CODICEN, a la 
Justicia Penal. Insisto: hay un procesado, que lo ha sido por abuso de funciones porque, aparentemente, a partir de una orden de 
compra para determinados artículos, compró otros. De manera que, si bien esta acción constituye un delito previsto por el Código 
Penal -aclaro que no estoy defendiendo ni atacando a este funcionario, porque no sé quién es- con mucha frecuencia se presenta 
en el Estado el problema de tener rubros para un determinado fin y carecer de fondos para otro que resulta más urgente. Esto 
motiva que se tomen acciones administrativas que después terminan siendo observadas por los organismos de contralor, pero que 
están originadas en necesidades de servicio realmente urgentes. Reitero una vez más que el funcionario procesado lo fue por 
abuso de funciones, por lo cual en esa instancia judicial no se probó el hurto ni la apropiación indebida. Desde luego, esto no quiere 
decir que en posteriores investigaciones tal cosa no se pueda llegar a dar, pero hasta donde la Justicia actuó, lo hizo procesando a 
una persona a la que, por sus antecedentes, se entendió que ni siquiera cabía encarcelarla. 


Me parece bien que el Parlamento se ocupe de estos temas y que todos manifestemos nuestra preocupación por el sistema 
educativo, pero también creo que debemos dar a las cosas la real dimensión que tienen. Tengo la impresión, además, de que nos 
estamos adelantando a los acontecimientos, porque no hay investigaciones culminadas; hay un sumario que se está llevando a 
cabo y que, según me dicen, es bastante voluminoso. Supongo que debe ser especialmente engorroso tratar el inventario 
informático. El procedimiento por el que optaron las autoridades era uno de los posibles, pero de pronto también pudo haberse 
optado por un sistema de declaración jurada para que cada uno de los responsables dijera, en un plazo de quince días, qué 
materiales tenían en su poder. En definitiva, son criterios de administración, que pueden compartirse o no. No obstante, me parece 
que deberíamos seguir de cerca esas actuaciones y esas investigaciones, porque siento que no podemos hablar de conclusiones ni 
de cifras definitivas, ya que todo esto se está procesando aún. 


Agradezco mucho a los compañeros de la Comisión su tolerancia, así como también el hecho de que me hayan permitido hacer 
estas reflexiones. Verdaderamente, el tono que había tomado el debate en cuanto al énfasis relativo a los elementos que pudieran 
ser faltantes materiales desde el punto de vista numérico, me llevó a colocar esto en un marco que nos permitiera entender en qué 
escenario se estaba desarrollando y para qué se usan más de 7.000 computadoras que se encuentran hoy en el servicio de 
educación. 


(Ocupa la Presidencia la señora Senadora Arismendi) 


SEÑOR CORBO.- Quisiera manifestar a esta Comisión la situación en la que el Consejo comparece en el día de hoy y la necesidad 
de que los señores Senadores aprecien lo cautos que debemos ser en todas nuestras apreciaciones, así como también en las 
informaciones y expresiones. Esto, porque tenemos un sumario en curso, luego de cuya culminación deberemos ser un poco los 
jueces, según lo que de allí vaya a resultar. Ello nos coloca en la necesidad de no preanunciar puntos de vista u opiniones que se 
convertirían en prejuicios y debilitarían nuestra capacidad y legitimidad para la decisión final que deberemos adoptar. 


En el mismo sentido, el Consejo -como lo hace en todas las investigaciones y sumarios- ha prescindido de involucrarse, personal o 
institucionalmente, en actuaciones y, concretamente, en su contenido, por lo cual seguramente habrá muchos testimonios, 
documentación y relevamiento de opinión tomada. Hemos prescindido de tomar conocimiento hasta que el expediente llegue, lo 
que tendrá lugar una vez que todas las actuaciones hayan culminado. Es decir, los dos tenemos acá una limitación -y es muy 
importante que ella sea administrada adecuadamente- que es la de no prejuzgar sobre lo que está todavía en un proceso de 
investigación. Esto determina mucho la necesidad de nuestra cautela. 


Por otro lado, el estudio, incluso en lo que refiere a las cifras, no ha terminado. En este sentido me parece que parte de la 
preocupación -que, según creo, compartimos tanto los señores Senadores como la autoridad administrativa, en este caso la ANEP- 
seguramente será evacuada una vez que el estudio encarado termine. En este estudio, equipos de técnicos de la administración y 
de estudiantes avanzados de UTU -a quienes hemos pedido también asistencia- recorren escuela por escuela, liceo por liceo y 
departamento por departamento, haciendo no sólo la indagatoria del equipo que físicamente está allí, sino también su inventario 
lógico para poder determinar si ese equipo es el que corresponde en toda su configuración, o no. 


Entonces, las cifras definitivas y los elementos de juicio que nos van a poder definir con claridad si existen faltantes o no, y si los 
hay, en qué volumen, resultarán de la culminación del estudio mencionado. Según nuestras previsiones, éste demandará unos 


sesenta días en el interior del país, porque repito que se debe estudiar equipo por equipo, recorriendo cada escuela y cada liceo de 
todos los departamentos, uno por uno. Es importante la culminación de este trabajo para poder tener una certeza total de lo que 
existe, de lo que falta y del estado en que se encuentran los equipos. Por lo tanto, creo que más allá de adelantar algunas cifras 
que hoy tenemos, resultantes de un inventario físico inicial, no podemos ofrecer una versión definitiva por el momento. Sé que 
existe ansiedad y preocupación, las que también compartimos, pero debemos seguir los pasos necesarios para dar certeza y 
seguridad en una situación tan delicada como la que enfrentamos. Toda nuestra acción ha estado orientada en este sentido. 


En lo que refiere al descontrol del que aquí se ha hablado, obviamente tenemos ciertas presunciones pero, en lo personal, pienso 
que deberíamos aguardar, para hacer un juicio final, las actuaciones que surjan de la propia investigación y del sumario. En 
definitiva, ese descontrol ha sido la base del sumario, así como también motivo de las acciones que hemos adoptado. El señor 
Presidente del CODICEN dio cuenta al comienzo de una serie de acciones y medidas que se habían tomado. Me estoy refiriendo a 
la sustitución de una jerarquía de esa área, así como también a una intervención para la adopción de una serie de medidas de 
urgencia. Luego, se realizaron una serie de acciones para determinar el control del "stock" y de la salida e ingreso de material, en 
un inventario que no existía. 


Todas las medidas que se han ido adoptando, con los recursos humanos y la determinación de comenzar un proceso de 
regularización a través de llamado a aspiraciones y de concursos, van orientadas en el mismo sentido, es decir, en el de regularizar 
la situación de esa área. De manera que eso ha estado en la base de las medidas tomadas. Incluso, la propia decisión del 30 de 
noviembre -Acta N* 88, Resolución N* 1- por la cual se instruye el sumario al Encargado de la Gerencia de Informática, 
tramitándose en forma acumulativa con la investigación administrativa anteriormente decretada, está fundada, precisamente, en la 
inexistencia -como se constata en la propia resolución- de un inventario. Ese inventario fue demandado, pero no existía. La escasa 
información que se dio por parte del Encargado de la Gerencia determinaba que, efectivamente, ese control no existía y que las 
únicas cifras y datos que pudo proporcionar estaban fechados el 30 de octubre de 2000. No existía documento anterior a esa fecha, 
por lo que se constata en el propio expediente que dio origen al sumario, la inexistencia de un control del "stock" y de un inventario. 
Efectivamente, eso sí podemos afirmarlo porque fue lo que determinó el sumario, además de la denuncia de las dos empresas a 
que se hizo referencia anteriormente. Ese elemento de juicio fue el determinante del sumario y de las actuaciones que, en un caso, 
tomó el Consejo en forma colectiva y, en otro, el propio Director Nacional, que se adelantó a resolverlo por un Decreto de la 
Dirección General, mediante medidas de urgencia que luego fueron avaladas por el Cuerpo. 


En cuanto a los plazos, que es otro término que nos preocupa, ha existido mucha ansiedad, incluso por parte de los medios de 
prensa. Comprendemos la demanda que surge acerca de que esto se resuelva y cómo se va a hacer. Por eso nos parece 
importante la culminación de las actuaciones. Recién el señor Presidente de la Comisión hacía una referencia exacta con respecto 
a la actuación en la sede penal -el proceso culminó con una acción de procesamiento sin prisión- sobre un aspecto específico que 
era la denuncia de dos empresas. Creo que, de alguna manera, debemos conciliar -eso está en el espíritu del Consejo- la 
necesidad de actuar con celeridad en esta materia, y hacerlo comprendiendo absolutamente todos los aspectos tan complejos que 
intervienen en este tema: algunos que tienen que ver con la regularidad administrativa de los procedimientos, otros con el personal, 
con el manejo de fondos, con el inventario y la existencia de los equipos o su estado. Todo eso supone una enorme complejidad y 
la investigación tiene un número muy elevado de folios. Supone no solamente una acción de control en la propia Gerencia de 
Informática, sino también en otras Gerencias que han tenido que ver con el control de los gastos y la documentación. Por lo tanto, 
se han visto involucradas, también, la Gerencia Económico Financiera y la Gerencia de Administración para realizar un 
relevamiento total de los controles que se hicieron sobre todos los gastos que tienen que ver con las compras y las licitaciones. 


Reitero que todos esos aspectos son de enorme complejidad, de manera que debemos buscar la conciliación entre los tiempos - 
todos somos conscientes de lo importantes que son y, por lo tanto, es necesario acelerarlos- y la efectividad, en el sentido de que 
nada quede afuera del control que tenemos que ejercer con eficacia y firmeza sobre todos los aspectos relativos al tema. La propia 
complejidad nos ha impedido, a la fecha, culminar las actuaciones, pero hemos adoptado las medidas necesarias para imprimirles 
la mayor celeridad. 


Me gustaría ahora dar cuenta de la última Resolución, adoptada el 22 de mayo, porque a mi juicio ilustra la preocupación del 
Consejo por acelerar las actuaciones y cubrir todos los aspectos que hacen a la investigación. El día 22 de mayo de 2001, según 
Acta N* 26, Resolución 21, el Consejo adoptó la siguiente decisión, que me interesa que conste en la versión taquigráfica: "VISTO: 
El informe producido en Sala por el Director de la Unidad Letrada de este Consejo, Dr. Oscar Varela, con respecto al estado de 
situación que a la fecha experimenta la investigación administrativa que se está desarrollando en la órbita de la Gerencia de 
Informática; 


RESULTANDO: que este Consejo Directivo por Resolución 1 del Acta 88 de fecha 30/11/00 dispuso la instrucción de un sumario al 
Encargado de la Gerencia de Informática, con separación del cargo; 


CONSIDERANDO: que en atención al tiempo transcurrido este Cuerpo entiende pertinente que el Instructor del mismo, el cual 
según resolución se sustancia conjuntamente con la Investigación administrativa que en dicha dependencia se está llevando 
adelante, proceda a diligenciar el mismo dentro de los plazos fijados a tales efectos; 


ATENTO: a lo expuesto; 
EL CONSEJO DIRECTIVO CENTRAL RESUELVE: 


1. Disponer que por parte del Instructor del Sumario decretado al Encargado de la Gerencia de Informática del CODICEN, Dr. 
Oscar Varela, se lleven adelante todas las medidas tendientes a la culminación del mismo en los plazos establecidos por la 
normativa vigente a la fecha.- 


2. Recordar a dicho profesional que el Sr. Sánchez no integra los cuadros funcionales del Organismo por lo que se deberán 
adoptar los procedimientos y asesoramientos pertinentes a efectos de salvaguardar los intereses de la administración.- 


3. Encomendar al profesional actuante que estudie e informe a este Cuerpo sobre lo pertinente a la remisión de los 
antecedentes administrativos al procedimiento judicial abierto por esta administración ante la Justicia Penal." 


Nos preocupa que todas estas actuaciones, una vez culminadas, pasen a la sede penal para que las actuaciones que allí se 
iniciaron se complementen con todas las actuaciones, indagatorias y elementos de juicio que logramos reunir en esta investigación 
administrativa que llevamos adelante. 


"4) Disponer que el Asesor Letrado del Organismo trabaje conjuntamente con el 
doctor Oscar Varela con el objetivo de dar pronta culminación a todos los 
trámites que en lo relativo a esta temática se han dispuesto por este Consejo." 


Los señores Senadores verán, en esta Resolución adoptada el 22 de mayo y en otras actuaciones que el Consejo ha tenido, la 
preocupación por dar la celeridad necesaria a la culminación de las actuaciones, pero comprenderán que ésta debe ser compatible 
con otro elemento muy importante como es el hecho de que nos lleve a una actuación parcial y no a la reunión de una información 
que no sea acabada. Debemos lograr la culminación a cabalidad de la comprensión, identificación y determinación de todos los 
aspectos que están involucrados en esta investigación. Este ha sido el temperamento que ha tenido el Consejo en este punto y los 
señores miembros de la Comisión entenderán lo cautos que debemos ser en nuestras expresiones. No podemos adelantar ninguna 
opinión que sea vista como un prejuzgamiento y que, de alguna manera, quite legitimidad a las decisiones administrativas que 
debemos tomar en nuestro ámbito. 


Por otra parte, quiero señalar -estoy seguro de que todos los integrantes del Consejo Directivo Central estarán de acuerdo- la 
convicción de que vamos a actuar con todo el rigor que la ley pone en nuestra mano, para que ningún tipo de atenuante ni 
consideración personal o de otro orden debilite o desvíe las actuaciones que vamos a adoptar. El Senado podrá tener la seguridad 
sobre la firmeza y la transparencia con que el CODICEN ha actuado en esta materia hasta el momento, y esos serán el 
temperamento y la directriz que nos guiarán en todas nuestras próximas actuaciones. Comprenderán que no estamos en 
condiciones de adelantar opiniones ni de emitir juicios que luego puedan coartar nuestras determinaciones -las que deben ser 
conforme a Derecho y a lo que las normas jurídicas establecen- una vez que el expediente con la culminación de todas las 
actuaciones esté sobre nuestra mesa. Reitero que eso es lo que debe guiar nuestra actuación. 


SEÑOR RUBIO.- Quería plantear una pregunta. En realidad, comparto lo señalado por el licenciado Corbo y no esperaba menos 
en cuanto a la contundencia con que se piensa seguir encarando esta investigación. Uno trata de dimensionar el problema y por 
eso hace algunas preguntas específicas. Por ejemplo, quería saber si, de acuerdo con el inventario físico que, según entendí, 
terminó el 14 ó 15 de junio, comparado con las compras realizadas en materia de equipos Dell y de impresoras Epson, se han 
detectado algunos faltantes. 


Posteriormente, haré algunas consideraciones a este respecto. 


SEÑOR CANESSA.- En cuanto a los equipos Dell, tenemos cincuenta pedidos: dieciséis todavía en almacenes y treinta y tres 
instalados, uno de ellos con fallas. Con respecto a las impresoras Epson, se compraron 147, de las cuales veintisiete se encuentran 
en almacenes y ciento veinte están instaladas, algunas de ellas en el service. Por lo tanto, en ambos casos, los tenemos todos. 


SEÑOR RUBIO.- Creo que la tarea realizada, las inversiones que se han hecho y las políticas seguidas son otro tema de discusión 
en materia de informática. Me resultan ilustrativos los aportes del señor Senador Fau y otros que se han hecho sobre este 
problema. Desde mi punto de vista, se trata de otra discusión que está pendiente. 


En cuanto al problema de qué directivas en materia de política institucional se adoptaron con relación a la gestión de la informática 
y de la Gerencia de Informática, a esta altura he dado algunas opiniones, pero no creo que formen parte de esta discusión. A mi 
juicio, estas cosas no pasan por azar. Hay determinadas reglas de cultura institucional que, en cierta medida y en determinado 
momento, se modifican con mucha fuerza, se apela a otros equipos, se reúne gente de aquí y de allá y, en definitiva, se producen 
resultados, algunos buenos y otros malos. En definitiva, esa es otra discusión. De todas formas, creo que no debemos desvalorizar 
este tema; en todos lados faltan cosas, pero llevamos ocho meses de investigación y lo cierto es que hay 296 computadoras Acer 
que, a la fecha, no han sido ubicadas; de la misma forma, hay cincuenta y nueve "notebooks", de cien, que tampoco han sido 
encontrados. No se trata simplemente de que alguien salga con estos elementos en su mochila, sino de que no tenemos un 
inventario como para saber a quién se le entregó este material. Si este existiera, supongo que sería relativamente más fácil 
encontrar los faltantes. Además, por lo que sé, estos equipos estaban destinados a un uso que estaba más bien ligado a las 
estructuras centrales; no se trata de que se los haya dispersado por los liceos -tal vez alguno fue a parar allí- o quizás se hayan 
perdido, por ejemplo, en alguna escuela de Tranqueras como la que recientemente he visitado. No; no están por ahí. 


Entonces, creo que de la propia documentación oficial del CODICEN, que ha leído el licenciado Corbo y a la que antes se refirió el 
profesor Bonilla, surge con meridiana claridad que, en materia de controles, había un déficit muy fuerte y hay faltantes muy 
importantes. Estamos en medio de una investigación que se está haciendo en profundidad y, por tanto, quisiera tener una cierta 
estimación básica acerca de los tiempos. No me quiero apresurar a hacer juicios definitivos ni estar, como parlamentarios, 
incidiendo para que terminen esa información y la traigan mañana mismo, rompiendo un poco con lo que son las reglas de este tipo 
de procedimientos. 


De todas formas, comprenderán que aquí ejercemos una función de control; tan es así que cuando llega el Presupuesto al 
Parlamento, nos hemos cansado y hemos trasnochado discutiendo hasta por el último dólar y el último peso para invertir en 
educación o en lo que sea. Recuerdo que el tema del U$S 1:000.000 del Fondo Nacional de Investigadores fue discutido no sé 
cuántas veces hasta que, finalmente, cuando el señor Senador Fau era Ministro encontró los recursos; el problema luego era 
seguir. Se trataba de U$S 1:000.000 pero, en este caso, entre algunas computadoras, "notebooks" y otros agregados, estamos casi 
en esa cifra; puede que sea menos o más, no lo sabemos. Con esto quiero decir que el tema es relevante desde ese punto de 
vista, aunque pueda ser menor en el conjunto de la inversión realizada. 


La pregunta que voy a realizar ahora tiene que ver con los tiempos, porque nosotros también tenemos demandas bastante fuertes 
en cuanto a los controles. Con respecto a los compromisos obvios que ustedes han hecho, era lo que esperábamos en el curso de 
esta investigación. Consulto si lo que se espera es que los Senadores que integramos esta Comisión obtengamos resultados que, 


en un par de meses, se aproximen a una opinión definitiva sobre este problema, o se tiene la idea de que va a transcurrir un 
período mucho más largo para llegar al final de esta investigación. 


SEÑOR BONILLA.- Ante todo quisiera decir que el licenciado Corbo dio lectura a una resolución cuya copia vamos a dejar junto 
con el relato cronológico de las decisiones tomadas y el conjunto de resoluciones, a fin de que esta Comisión esté informada sobre 
todos los pasos que se han dado. 


Con respecto a la preocupación del señor Senador Rubio, reitero lo que se ha dicho anteriormente en cuanto a que todos 
compartimos la urgencia de culminar estas actuaciones, por un sinnúmero de razones, ya sea porque implica pasar una raya, poder 
trabajar más cómodamente para el futuro, reparar -si lo ha habido- algún daño para el organismo y, en última instancia, sanear un 
punto de partida que a todos importa. Efectivamente, el primer trámite con respecto a la primera denuncia fue de una gran 
celeridad, porque luego de hacer la denuncia, ésta pasó de la sede policial a la penal, y muy rápidamente el señor Sánchez fue 
procesado por abuso de funciones. Ante la aparición de elementos que dejaban dudas, reiteramos la denuncia policial y, por lo que 
hemos hablado con el informador sumariante -quien obviamente maneja la estrategia del sumario como corresponde, y así debe 
ser, porque ninguna autoridad administrativa debe intervenir en esto- se está desarrollando una estrategia bastante larga. 


Cabe señalar -en este momento no está el señor Secretario para que sea más específico- que el señor Sánchez ya está por la 
pregunta 240 ó 250, con lo que se demuestra que se trata de una investigación por demás exhaustiva. Diría que, en este caso, la 
demora responde mucho más a una sobreactividad del sumariante que a una desidia, como sucede muchas veces. En ese 
conjunto de resoluciones, una de las cuales leyó el licenciado Corbo, ya tenemos una suerte de llamado de atención al sumariante 
a fin de que sepa que estamos esperando. De forma sistemática el Secretario trasmite esta inquietud al Consejo y, seguramente en 
un plazo prudencial, reiteraremos la inquietud señalada en esa resolución. 


Hasta donde estoy informado por el Secretario General, el señor sumariante indica que en el correr de este mes habría resultados, 
pero a su vez anuncia la necesidad de careos y contracareos que puede transformar esto en algo un poco más largo. Estimo que 
en un plazo de aproximadamente dos meses tendríamos que haber terminado con este trámite de forma amplia. Si bien en el 
Estado se han visto muchos sumarios plurianuales, está muy lejos de la actitud del Consejo prorrogar esto; muy por el contrario, 
quisiéramos terminar cuanto antes. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Fau) 


SEÑOR NADRUZ.- Quisiera hacer alguna puntualización con respecto al alcance que tiene, desde el punto de vista jurídico, una 
investigación administrativa, ya que a veces se abunda en precisiones. Recuerdo una anécdota muy particular que tiene que ver 
con este documento. En una reunión del PRONADE se invitó a una cantidad de personas, y ante la pregunta del sumariante 
respecto a si se conocían, ellas dijeron que no. El contador Sayagués manifiesta que son las personas con mayor eminencia en lo 
que tiene que ver con sumarios e investigaciones. Aquí surge un manual que dice que la investigación administrativa es el 
procedimiento tendiente a comprobar la existencia de actos o hechos irregulares o ilícitos, cometidos dentro del servicio o aun fuera 
de él, pero que lo afecten directamente y, por otro lado, a individualizar los responsables de los mismos, todo lo que consta en el 
artículo 182 del Decreto N* 500. 


En consecuencia, las inquietudes que tiene el señor Senador Rubio y que tenemos nosotros -y que deben tener todos los 
ciudadanos que en última instancia son los que solventan el gasto de la educación pública de este país- no aluden exclusivamente, 
a mi entender, a lo que tiene que ver con faltantes de equipos. La decisión del Director Nacional, que después es confirmada por el 
CODICEN, de encomendarle nada más ni nada menos que al Director de la Unidad Jurídica del CODICEN esta investigación 
administrativa, no le acota universo alguno. 


Creo que al culminar estas actuaciones, habrá que hacer la cuantificación de lo que se ha comprado y de lo que hay, si tienen lo 
lógico o no, pero también habrá que tomar en cuenta todo el proceso del personal que estuvo trabajando allí y los argumentos que 
justificaban su ingreso, así como todo lo que tiene que ver con la organización de la Gerencia, que en su comienzo no era tal. En 
este mismo documento se alude al secreto y a la reserva en este período. Por lo tanto, si bien el Consejo Directivo Central y el 
propio señor Senador Rubio estamos con cierta ansiedad por conocer los resultados, la vastedad del universo a investigar y 
seguramente la seriedad con que se tiene que llevar adelante la investigación, implican a veces mayores demoras que, por otra 
parte, están en el propio decreto. 


De modo que en estos tres aspectos -lo que tiene que ver con cantidades, con personal y con organización- en lo que a mi 
compete, voy a mantenerme en la total reserva hasta que se concluyan las actuaciones, sin ningún juicio valorativo previo, porque 
me temo que si lo tuviere estaría cometiendo una suerte de inducción que quizás sea errónea. Quiero precisar esto porque me 
parece que la investigación y el sumario -que son dos cosas independientes; de pronto el sumario culmina antes que la 
investigación- aluden a un universo muy importante. Entonces, tanto en la cantidad como en la organización de lo que, repito, al 
principio no era Gerencia sino un área, y en lo que tiene que ver con el personal, estaría a la espera de las conclusiones y aun 
luego de éstas, de los criterios y las responsabilidades que -en mi caso particular y en el de cada uno de los integrantes del 
CODICEN- deben tenerse, porque no necesariamente el órgano debe compartir las conclusiones de un investigador o un 
sumariante. 


SEÑORA POU.- Queremos agradecer al CODICEN la visita que nos hace hoy, porque si bien estamos de acuerdo con que todo 
esto que estamos hablando aquí está en una etapa que debería estar rodeada de cierto recato, el hecho es que hay datos que se 
conocen y nosotros, como parlamentarios, siempre recibimos las inquietudes de la gente para estar al tanto, no quizás de lo que se 
debería o no saber, pero sí de lo que de hecho se conoce. A veces la realidad no es como debiera ser, sino que es como es, y 
muchas veces no es como quisiéramos que fuera. 


La primera inquietud que tengo es la siguiente. Así como se ha sustituido la jerarquía en el área informática, quisiera saber si 
continúa, en el mismo nivel de responsabilidad, el Director de la Unidad Jurídica dentro del CODICEN, es decir, si el sumariante 
sigue siendo la misma persona y si sigue con todas las potestades con que empezó. 


SEÑOR BONILLA.- Efectivamente, el doctor Oscar Varela fue designado sumariante y desde el momento en que inició sus 
actividades no ha tenido interrupción alguna o modificación en su gestión. Cada vez está más centrado en este sumario que en las 


actividades genéricas de la División Jurídica. 


SEÑORA POU..- Si bien soy nueva parlamentaria, quiero conservar la misma sensibilidad que tenía cuando no lo era. Coincido con 
el señor Presidente en que a veces en este edificio hay cosas que han tomado caminos autónomos, como los faxes, que se han 
convertido en seres animados. Pero también necesito expresar que mal de muchos o de algunos, consuelo de irresponsables. No 
creo que tengamos que entrar a aceptar, entre otras cosas porque soy conocedora de la voluntad de la sociedad civil -como se dice 
ahora- queriendo acelerar los procesos que se gestan desde el Gobierno y de las autoridades de la Enseñanza, en este caso, de la 
incorporación de la Informática en la currícula, que muchas veces los esfuerzos privados o las donaciones no hayan llegado a 
destino. Parecería un muy mal mensaje que no estuviera documentado y que estuviéramos desalentando esas donaciones. Del 
mismo modo sabemos lo que han sido los esfuerzos de Comisiones de Apoyo, de Comisiones de Padres, a quienes conocemos. 
La intención es tener a disposición de los niños o de los jóvenes todos esos elementos para incorporarles el conocimiento 
informático. Entonces, parece de buena administración, pero que va más allá de la estricta contabilidad de los equipos en esta 
oportunidad, que estemos emitiendo un mensaje para todas esas actividades. Y no solamente se le han hecho pedidos al Banco de 
la República y al Banco Central, sino que sabemos de empresas privadas que han hecho donaciones. 


Creo que éste es un muy mal mensaje. No obstante, me quedo contenta de haber escuchado el que emitió el Consejero Corbo. 
Sabemos leer las apretadas síntesis que se han hecho hoy en la mañana, pero nos queda claro que si bien las cosas no se 
hicieron bien en el pasado, hay una voluntad de este Consejo de corregirlas; y en ese esfuerzo los vamos a estar acompañando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me veo en la obligación de preguntarle a la señora Senadora si tengo que pensar que no se refería a mí 
cuando habló de irresponsabilidades. 


SEÑORA POU..- Por cierto que no es una reflexión de carácter personal, sino que es tan general como la que usted hizo. 


SEÑOR PEREYRA.- Creo que la sesión de hoy ha sido muy ilustrativa y diría que es un acontecimiento importante, donde un 
Senador vuelca su preocupación sobre el conocimiento de determinados hechos que pueden constituir irregularidades y una 
autoridad que responde con fuerte argumentación, al cumplir con el deber de enfrentar esa situación. Por lo tanto, entiendo que el 
prestigio de nuestra Enseñanza ha estado en el espíritu del señor Senador y, naturalmente, de quienes tienen la responsabilidad de 
velar por el prestigio de la institución. 


Por tal razón, y aprovechando la presencia de las autoridades de la ANEP, quisiera solicitar -no para hoy porque, naturalmente, los 
tomaría de sorpresa, sino para instancias posteriores, o acaso que nos la haga llegar por escrito- una información referente a un 
tema que, últimamente, ha tomado estado público. La gente nos pregunta, a quienes tenemos facultades de contralor, si 
conocemos o no ese hecho y en qué dimensiones. Se trata de comentarios que circulan sobre un conjunto de designaciones 
directas que ha hecho el CODICEN, creando cargos de confianza, según se dice -aclaro que no estoy afirmando nada de lo que 
tenga conocimiento cabal, sino que, reitero, es lo que circula por ahí- y es bueno que la autoridad competente, precisamente en 
defensa de ese prestigio que todos queremos conservar para la Enseñanza Pública del Uruguay, pueda aclararlo y nosotros, los 
Legisladores, lo conozcamos en toda su dimensión. 


Por ejemplo, se habla de decenas de cargos, pero no se precisa cuántas decenas son, es decir, si son 20, 30 ó 40. También se 
hace referencia a nuevas designaciones, directas en muchos casos, creando cargos de confianza. No sé si los hechos son así, por 
lo que me gustaría conocerlos. Tampoco tengo conocimiento de si esos cargos de confianza estaban creados o se crearon ahora. 
La creación de cargos de confianza implica no sólo su desempeño durante determinado lapso en esas condiciones, sino también 
un régimen especial posterior de subsidios, un régimen especial jubilatorio anticipado, en fin, una serie de situaciones que es 
necesario conocer. 


Por otra parte, este tipo de designaciones directas podría -no lo afirmo- estar quitando vigencia a un instituto que mucho ha 
prestigiado a la enseñanza uruguaya: me refiero al del concurso. Este ha sido la vía para canalizar la carrera docente en una 
proporción muy alta. No sé hasta qué punto se sigue manteniendo esa política del concurso o hasta qué punto es afectada por 
estas designaciones, por lo que quisiera conocerlo. 


Sobre el tema, pues, y en una oportunidad que el Consejo lo considere conveniente, quisiéramos que nos hiciera llegar la 
información respecto a cuántos son los cargos, si en esa nómina los hay de confianza, si existen designaciones directas que no 
impliquen cargos de confianza, si la institución del concurso -deshecha en la época del Gobierno de facto- se ha restaurado, si su 
práctica se ha instalado nuevamente en el sistema de Enseñanza Pública con la fuerza que tuvo en el pasado y que contribuyó a 
dar prestigio a la enseñanza y seguridad al educador para acceder a todos los cargos de la carrera docente por medio del 
concurso. 


Todas estas reflexiones vienen a raíz de los comentarios que he escuchado y que no sé qué grado de veracidad tienen. Reitero 
que, si es posible, quisiera que en la oportunidad en que puedan hacerlo las autoridades del Consejo, nos hagan llegar información 
respecto a estos puntos. 


Es lo que quería manifestar aprovechando la presencia de las autoridades del Consejo y, naturalmente, respetando la autonomía 
que tiene el organismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero recordar que, a propuesta de la señora Senadora Arismendi, se había incluido un segundo punto, 
de lo que fueron debidamente informadas las autoridades del CODICEN, vinculado a temas que han sido referidos por el señor 
Senador Pereyra. Por esa razón, en tanto la propuesta fue realizada por la señora Senadora Arismendi, correspondería que ella 
hiciera la fundamentación del caso. 


SEÑOR PEREYRA.- Pido disculpas porque no estuve presente en la sesión anterior de la Comisión y, por tanto, no conocía la 
preocupación volcada por la señora Senadora Arismendi sobre el tema. En ese caso, hubiera dejado que ella lo expresara. 


SEÑOR PRESIDENTE. Esto tiene algo feliz y es que ambos coinciden en el planteamiento, por lo que lejos de ser una situación 
de molestia para los dos es muy agradable. Así lo percibe la Comisión. 


SEÑORA ARISMENDI.- Así lo percibo yo, señor Presidente. No es la primera vez que compartimos con el maestro Carlos Julio 
Pereyra las mismas preocupaciones en cuanto al instituto del concurso y de lo que tiene que ver con recuperarlo, de manera plena 
y que no se deteriore, en todos los niveles de la Enseñanza Pública. Por tanto, me es muy grato haber coincidido con el señor 
Senador Pereyra. 


Además, he solicitado el uso de la palabra para expresar que, en el mismo sentido de su planteo, mi pregunta, que fue enviada en 
el pedido de informes -que sospecho todavía no debe haber llegado porque los caminos de los papeles son largos entre las 
dependencias- era muy concreta. Estaba vinculada a una posible, o ya en curso, transformación de los cargos que antiguamente 
eran llamados de arquitectura escolar y de la dirección de esas áreas o divisiones, en cargos de escalafón R -esto es, de particular 
confianza- en donde los arquitectos que estaban al frente de las mismas aparentemente pasarían a desempeñar otras funciones. 
Además, esos cargos se cubrirían con personal de confianza, no sabemos si técnicos o no. En concreto, la pregunta estaba 
vinculada a esas tres áreas o divisiones -las autoridades me lo dirán- que tienen que ver con todo el control y seguimiento de la 
construcción y reparación de los edificios de la Enseñanza y, en muchos casos, de lo que ha sido parte de acuerdos o convenios 
internacionales ya terminados. De lo que se trata es del control posterior. 


Mi pedido de informes que hice llegar oportunamente refería concretamente a esos tres cargos -salvo que haya una reestructura- 
que fueron convertidos no sé en función de qué disposición -quisiera saberlo- en escalafón R. 


Además, en dicho pedido de informes, consulto -insisto que no tiene por qué ser respondido en el día de hoy, pero quiero 
aprovechar esta oportunidad porque sabemos que los caminos de los papeles son largos y dificultosos- acerca de qué previsión 
presupuestal tiene ese tema y si los cargos de confianza van a estar cubiertos con un sueldo especial, si se trata de contratos, en 
fin, cuáles son sus características. 


(Ocupa la Presidencia la señora Senadora Arismendi) 


SEÑOR BONILLA.- El proceso de reestructura que efectivamente se está desarrollando en la ANEP apunta, en términos 
generales, a tratar de dar respuesta a una necesidad que tiene la enseñanza en la etapa actual. 


Haciendo una caricatura de trazos muy gruesos, podemos decir que nuestro sistema educativo estaba estructurado como un gran 
sistema docente apoyado en una oficina pública de corte tradicional. Las necesidades de la enseñanza, con su perfil moderno, de 
alguna manera requieren que este organismo -que sin duda es ni más ni menos que el corazón de la enseñanza pública en el país- 
vaya generando una estructura de gestión que responda cada vez más a esos requerimientos. Eso implica una gestión 
especializada y no es necesariamente igual a cualquier otra oficina pública tradicional. En ese sentido, algo se empezó a hacer en 
la gestión del profesor Pivel Devoto, continuando luego en los años 1991 y 1996. En todos los casos, de alguna manera, se 
buscaba producir una gestión especializada en torno a la actividad docente. Esto implica la incorporación de nuevas actividades y 
de tener capacidad de análisis acerca de cómo se está llevando adelante la función docente, más allá de la inspección y la 
supervisión. 


También es necesario contar con mecanismos de evaluación sistemática en los diferentes niveles de la docencia y de los 
resultados del aprendizaje. A su vez, deben revisarse los programas y los planes periódicamente. No olvidemos que la 
transformación de la educación es un proceso que se hace, inevitablemente, a largo plazo y, por ello, es de vital importancia la 
planificación. En definitiva, todo eso requiere que de alguna manera vayamos estructurando una función administrativa mucho más 
especializada y volcada al objetivo principal del organismo: la docencia y la educación en general. Obviamente, hay otros 
requerimientos pero no son de importancia fundamental en esta instancia, tales como los relativos a la tecnología y a la 
investigación. 


Creo que en el período anterior se dio un paso muy importante con la creación de las llamadas Gerencias de la ANEP. Se trata de 
una estructuración en la que se fijan cometidos y funciones para determinadas actividades de apoyo a la gestión docente. Esos 
cargos figuran en el Escalafón R, y no son de particular confianza. Estos últimos están en el Escalafón Q y los cargos políticos en el 
Escalafón P. Como decía, entonces, el R es un Escalafón especial que tampoco es el A o el B, esto es, el administrativo y el 
especializado. Esos cargos siempre existieron en la ANEP y por distintas resoluciones, a partir de 1996, en 1999 y en el año 2000, 
se fueron generando una serie de gerencias de administración, de gestión financiera, de informática, de recursos humanos, como 
así también la Secretaría de Capacitación y Perfeccionamiento Docente, la Secretaría de Cooperación Internacional, etcétera. 


Cuando se definió el sistema de remuneración -que era lo que preocupaba al señor Senador Pereyra- de los cargos del Escalafón 
R, se estableció que la retribución correspondiente a la función del Encargado de Area de la Gerencia equis, sería equivalente al 
60% del sueldo básico del Gerente de ANEP. Quiere decir que el régimen salarial del Escalafón R, en última instancia, es un 
porcentaje del sueldo de los propios Consejeros y del Director Nacional. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera saber cuál es la diferencia entre la retribución que tiene hoy quien ocupa el cargo, y el que 
ingresa a desempeñar esa misma función a través del Escalafón R. Confieso que desconozco cómo se accede a ese Escalafón. 


SEÑOR BONILLA.- Siempre se accedió por designación directa de la autoridad, a veces por la Gerencia y en otras oportunidades 
por el propio Consejo. No se puede establecer una diferencia, porque este Escalafón siempre existió y no ha habido modificaciones 
en lo que hace a la remuneración, más allá de las transformaciones que han sufrido todos los cargos. En tal sentido, es bueno 
aclarar que no hemos transformado cargos de otro Escalafón hacia el R. Para ello basta ver la Resolución N* 9 del Acta N* 41 del 
21 de junio de 2000, donde refiriéndose a los funcionarios de la ANEP que revisten en el Escalafón R, se establece que los cargos 
del Escalafón R y otros corresponden a Gerentes, Secretarios Docentes, Secretarios de Gestión, Asesores Letrados, Asesores de 
Investigación Educativa, Directores de Programa, Encargados de Area, Coordinadores de Deporte y todos aquellos remunerados 
con relación al salario de las autoridades de la ANEP. Esa es la definición que hemos tenido siempre del cargo del Escalafón R. 
Insisto, no se trata de cargos de particular confianza que generen beneficios jubilatorios. Lo que sí hicimos fue una reestructura en 
la cual hubo modificaciones, tanto a nivel de Gerencias, como de otras áreas. 


SEÑOR RUBIO.- Me excuso porque tuve que retirarme de Sala unos instantes y no sé si la pregunta que voy a realizar ya fue 
formulada. 


Los cargos del Escalafón R son por designación directa y su retribución está fijada como porcentaje de otros cargos. Hubo una 
reestructura y a pesar de que no cambia el perfil, sí se modifica el número. Entonces, quisiera saber cuántos cargos del Escalafón 
R había al terminar la gestión anterior y cuántos hay en la actualidad. Desearía, si fuera posible, que se nos hiciera llegar el 
organigrama comparativo, a fin de constatar las transformaciones que hubo en este período. 


SEÑOR BONILLA.- En este momento, no tenemos el organigrama. Quiero aclarar que hay algunos cargos del Escalafón R 
vinculados a los desconcentrados -que no están analizados aquí- en los que no ha habido ningún cambio. 


En el período 1995-2000, teníamos diecisiete Gerencias o niveles de Gerencias y quince niveles de área. Para el período 2001- 
2005, creamos cuatro niveles de Gerencias Generales por encima del nivel de la Gerencia, disminuimos el nivel de Gerencias a 
diez e incrementamos el nivel de áreas a veintiuna. Esto nos lleva a un total de veinticinco cargos de Escalafón R, con respecto a 
los veintidós cargos que había en el período anterior. 


En última instancia, más allá de los números, lo importante es dejar clara la voluntad que existe en esta materia, porque en el futuro 
vamos a volver con las transformaciones del Escalafón Administrativo y del Escalafón Profesional, que inevitablemente va a 
requerir ANEP. Nosotros estamos trabajando -y esto lo he dicho en Comisión incluso cuando concurrimos a la Cámara de 
Representantes- con alrededor de catorce contadores, para una Administración de U$S 500:000.000, lo que resulta escaso. 
Tenemos un economista en toda la ANEP y no tenemos cargos para gente formada en Ciencias de la Educación. Carecemos de 
cargos -tal vez haya uno o dos- de gente formada en Ciencias Sociales, tanto sociólogos generalistas como especializados en 
temas educativos o de relacionamiento de la educación con la sociedad. En fin, hay toda una generación de un aparato de gestión 
especializado y orientado a apoyar la docencia, lo que constituye una preocupación para el CODICEN, tema sobre el cual vamos a 
volver. 


Esto no es más que una parte. Inevitablemente, tendremos que llevar adelante algunas tareas como, por ejemplo, la de evaluación 
de resultados. En ese sentido, debemos empezar rápidamente. Es más, hay tareas hechas y se ha trabajado desde los programas 
internacionales, los que nos han brindado apoyo en este aspecto. Pero, inevitablemente, tenemos que contar con un sistema de 
comparación internacional de nuestros resultados, que en este momento no tenemos. Disponemos de algunos puntos de 
evaluación a lo largo del transcurso de la formación de un alumno, pero todavía no es sistemático. Muchas veces, las evaluaciones 
que hacemos a nivel de Primaria, si bien tienen su valor per se, no nos permiten sacar conclusiones comparativas como a las que 
se llega en Secundaria, porque las bases en las cuales se hace el sistema de evaluación no son las mismas. Estoy aludiendo a un 
sistema de tecnificación radical que tenemos que hacer del organismo, si es que queremos seguir los lineamientos en que el 
mundo se mueve. 


Con respecto a este tema, creo que vamos a volver sobre él e inevitablemente deberemos rever toda la estructura hacia abajo -esa 
es nuestra intención- de la manera que lo hemos hecho siempre, es decir, a través del diálogo. 


SEÑOR RUBIO.- Hay una reestructura interna, porque aparecen Gerencias Generales que antes no existían. Entonces, quisiera 
saber cuáles fueron los criterios usados para proveer los cargos del Escalafón R, es decir, los que comprenden a las Gerencias 
Generales y a los niveles de área. 


SEÑOR BONILLA.- En dicha reestructura, comenzamos por definir un conjunto de perfiles para cada uno de los cargos, en la cual 
establecíamos una serie de requisitos técnicos, en función de que éstos fueran llenados de acuerdo con el objetivo que existía en 
cada uno de los casos. Sobre esa base, procedimos a la designación directa, por parte del CODICEN, de cada uno de ellos. Quiero 
aclarar que todavía no se han llenado todos los cargos y que el proceso va a ser lento. Es más, en los casos en los que no se pudo 
llegar a los requisitos establecidos, se deberá recurrir a una encargatura especial, tal como antes se hacía, como política más 
regular. 


Creo que todo esto le da más transparencia al sistema y va a permitir desarrollar una gestión más profesional. 


SEÑORA TORNARIA.- Hago mía la preocupación que manifestaba el señor Senador Pereyra -creo que debe ser la misma que 
expresó también la señora Senadora Arismendi- desde el punto de vista de reivindicar no sólo en el ámbito docente, sino también 
en los ámbitos administrativo y técnico, el sistema de concurso, a los efectos de poder amparar lo que se llama carrera profesional. 
Desde mi punto de vista, de ninguna manera esto va en contra de la necesidad de que, paralelamente al respeto por la carrera 
profesional, este CODICEN -el anterior, el futuro o incluso otros organismos- necesite recurrir a profesionales de alta 
especialización o especializados en distintos terrenos, que pueden sumar a la labor, al proyecto o a los proyectos específicos que 
se deban desarrollar. Esta es mi perspectiva, y es la que he defendido dentro del CODICEN. 


También he acompañado el proceso de reestructura que la economista Domingo diseñó y que fue presentado por el Director 
Nacional, con la creación de tres Gerencias Generales y el mantenimiento del Asesor Letrado -que es el cuarto cargo al que se 
refería el Director Nacional- que tiene el mismo "status" desde el punto de vista escalafonario y de la remuneración. He 
acompañado la disminución de una Gerencia; en la Administración anterior eran nueve, mientras que ahora son ocho los que 
tenían la característica de cargos de confianza. No tenía por qué respetarse la carrera administrativa, por lo que quienes asumieran 
la Gerencia podían proceder de fuera del organismo. Asimismo, he acompañado, obviamente, el nombramiento del Prosecretario, 
de la Dirección y Subdirección de Formación Docente, que se mantienen exactamente en el mismo número que la Administración 
pasada. También acompañé la disminución de dos Secretarías del total de cuatro creadas en la Administración pasada, así como 
también la creación de una Auditoría Interna, que es un cargo nuevo de Escalafón R, y de veinte Directores de Area con el mismo 
carácter. Esto último lo acompañé con observaciones y lo fundamenté de la siguiente manera. Hasta el organigrama anterior, la 
carrera profesional desde el punto de vista administrativo y profesional dentro de la ANEP, alcanzaba el nivel de las áreas. 


Por lo tanto, más allá de que la designación del CODICEN implicara designación o encargaturía directa, en algunos casos por falta 
de concurso, debía el CODICEN, obligatoriamente, recurrir a sus cuadros funcionales. En la encargaturía, en el acierto, debería 
recurrir -y creo que así se ha hecho en anteriores Administraciones, así como también en esta misma- a los profesionales, 
administrativos o técnicos que, desarrollando su carrera profesional alcanzaron en el caso de los profesionales el Grado 16 y, en el 
de los administrativos, el Grado 14 -cuando los hubiera- que es el más alto. A partir de la nueva reestructura, la carrera profesional, 
técnica, administrativa o del Escalafón D, que es el tercer escalafón que existe dentro de los no docentes, se detiene ahora en la 
unidad, porque a partir de allí, las áreas nuevas o viejas, desde el punto de vista de su denominación y funciones, ahora quedan 


establecidas por la Resolución E 1.14 de 21 de febrero, no con remuneración del Escalafón R, sino integrando dicho Escalafón de 
acuerdo con el numeral 6). 


Esa es la situación y creo que a eso se refería la señora Senadora Arismendi cuando planteaba el caso de los arquitectos. En este 
momento, esta Administración está tratando de que accedan los nuevos Directores de Area, aunque en algunos casos son 
confirmaciones, porque ya ocupaban la Encargaturía de Area, donde no se nos ha presentado ningún problema. En otras 
situaciones, sale gente que estaba como Encargado de Area e ingresa como Director de Area. En esos casos, la Administración se 
está responsabilizando por hacer un proceso prolijo de contemplación de los derechos adquiridos cuando colidan, es decir, de 
respeto por las licencias no gozadas cuando corresponden, y de reubicación dentro de los cuadros administrativos de la ANEP 
cuando se produzcan choques entre el nuevo carácter de los cargos y la situación anterior. Hasta ahora esto ha sucedido en la 
Gerencia de Programas Especiales y nos estamos ocupando jurídica y administrativamente de contemplar dos o tres situaciones. 
Posiblemente, esto también ocurra en el caso de los arquitectos, pues ya nos han hecho llegar a los distintos Consejeros la 
preocupación por su situación. Quizás estas situaciones se den en algunos otros sectores. 


Quiero destacar que existe una preocupación del CODICEN en cuanto a contemplar los derechos inherentes de personas, 
funcionarios y técnicos, que se puedan sentir perjudicados por esta nueva reestructura. 


SEÑOR RUBIO.- No quiero prolongar la reunión, porque ya que es muy tarde y quizás tengamos otra oportunidad de seguir 
discutiendo estos temas. En realidad, en la provisión de estos cargos, que se hacía por designación directa -me estoy refiriendo a 
los veinte o veintiún cargos- se apelaba, en la situación anterior, a los distintos escalafones. 


SEÑORA TORNARIA.- No se podía apelar a otra cosa. 


SEÑOR RUBIO.- Entonces, ¿la modificación que se introduce ahora es que se puede apelar a designaciones externas al 
organismo? 


SEÑORA TORNARIA.- Sí, exactamente. Cuando un cargo pertenece al Escalafón R, no desde el punto de vista de la 
remuneración sino de su situación dentro de los cargos, se puede tomar personal de la ANEP o de fuera de ella. Esto sucede con 
los cargos P, Q y R. Cuando un cargo está remunerado proporcionalmente de acuerdo a los cargos P, Q o R, pero pertenece al 
Escalafón A, B, D o C, que son los escalafones presupuestales técnico-administrativos de la carrera funcional de la ANEP, se puede 
elegir entre los funcionarios de la ANEP, pero de ninguna manera ubicar a una persona de afuera de ella aunque sea la mejor. Esto 
es así porque, obviamente, hay que respetar los Escalafones A, B, D o C, que son los que están estructurados y que no son de 
confianza; allí radica la diferencia. 


SEÑOR BONILLA.- Quisiera realizar algunos comentarios. En primer lugar, quiero decir que el grado superior del Escalafón -como 
ya ha sido manifestado en Sala- corresponde al grado 14 administrativo y al 16 profesional. Así fue definido por Resolución 91 del 
Acta N* 42 de 30 de junio de 1998, por el CODICEN anterior. Me informa la Gerente que, en el caso de los arquitectos, se trata 
generalmente de grados 11 y 9 que, en algunos casos, fueron equiparados a grados 13, por lo que se encuentran tres grados por 
debajo del nivel superior del Escalafón profesional normal. 


Con respecto al tema de la procedencia de los Encargados de Area, efectivamente, hasta esta gestión la enorme mayoría de ellos 
provenía de los escalafones internos y, en este caso, siguen significando un importante porcentaje. Pero también debo decir que en 
gestiones anteriores se hacía entrar un administrativo de ingreso con un C1/3 y se le encargaba un área. Se trataba de un 
funcionario del organismo que pasaba de ser un C1/3 a Encargado de Area. 


SEÑOR RUBIO.- En el caso de José Luis Sánchez Rodríguez, ¿cómo llega a ser Encargado de la Gerencia de Informática? 


SEÑOR BONILLA.- Tenemos una información sucinta sobre esta situación. En realidad, el origen de la presencia del señor José 
Luis Sánchez es un poco más complicado. El 1* de junio de 1995, la Presidencia de la República y la ANEP firman un Convenio por 
el que se estipula la creación de un marco institucional operativo para la creación y utilización en común de la base de datos 
estadísticos de ANEP, creándose algo que se llamó en su momento VEPA: Vínculo Estadístico de la Presidencia de la República. 
Bajo el marco de ese Convenio, pasó a cumplir funciones el señor José Luis Sánchez dentro de la ANEP. Comenzó como 
Encargado de Unidad, luego por Resolución N* 54, de 20 de octubre de 1998, se crea la Gerencia de Informática, encargándosele 
la misma. Pero él no reviste dentro de los cuadros de la ANEP porque proviene de Instituto Nacional de Estadística, que es su 
organismo de planta. 


SEÑOR PEREYRA.- ¿En qué fecha ingresa? 


SEÑOR BONILLA.- El 10 de julio de 1995 se dispone que la Secretaría de la Presidencia de la República, por nota del 30 de junio, 
comunique que se designa al funcionario José Luis Sánchez, Escalafón B, Grado 10, de acuerdo con lo dispuesto en la cláusula 4 
del Convenio, en el cargo de la puesta en funcionamiento de la base de datos de Estadística de la ANEP. Por su parte, el Consejo 
Directivo Central resuelve disponer que se abone al señor José Luis Sánchez una compensación del 90% del sueldo que 
actualmente recibe y, en ese momento, se lo designa como Encargado de Area. Luego es pasado a la Gerencia de Informática por 
Resolución N* 54 del Acta N* 70, en octubre de 1998. 


SEÑOR RUBIO.- Es decir que el señor Sánchez tiene, aparte del sueldo y de los contratos de obra que tenía -que corresponden al 
período- una compensación. De eso tengo constancia y, si es necesario, se la puedo hacer llegar a los directores del CODICEN, ya 
que el contador Davrieux nos entregó una documentación voluminosa sobre contratos de obra gestionados por el PNUD. Por lo 
tanto, vía Oficina de Planeamiento y Presupuesto, nos ha llegado esta información y nosotros podemos alcanzársela. También 
existe información de otros casos. No se trata de un problema legal, sino financiero y de acumulación de cargos. Ahora entiendo, 
entonces, que es debido a ese convenio que surge el hecho de que aparecieran once computadoras de este tipo en la Presidencia 
de la República. Seguramente, esto me llamó la atención porque hoy también se habló de que, por otro convenio, había una 
cantidad de computadoras en el Liceo Militar. 


SEÑOR BONILLA.- Efectivamente, señor Senador, existe un convenio con el Liceo Militar. 


(Dialogados) 


SEÑOR NADRUZ.- Quisiera referirme a una alusión que hizo el señor Senador Pereyra. Me interesa enfatizar, respecto al régimen 
de concursos, que en esta reestructura que en el marco de la ANEP se está llevando a cabo, los cargos no docentes y docentes se 
mantienen absolutamente. Es más, esta es una política de este CODICEN, y aun de los Consejos Desconcentrados, y tanto llega a 
serlo en el sentido de armonizar, que se han planteado la necesidad, digamos, de "calendarizar" concursos, a los efectos de brindar 
la oportunidad a los funcionarios docentes y a los no docentes de poder hacer su carrera, ya sea como docente o como 
administrativo. Esta "calendarización" implica que ellos tengan la posibilidad de prever cuándo se pueden presentar a un concurso 
en determinado nivel. 


Quería dejar esta constancia porque, si no me equivoco, el señor Senador Pereyra aludió en algo este aspecto, razón por la cual 
quisiera que no se perdiera de vista el hecho de que en el marco estricto de la reestructura, la institución de concurso, para esta 
Administración, sigue siendo absolutamente el legítimo acceso a los cargos docentes. 


SEÑOR PEREYRA.- Agradezco la información al Consejero Nadruz, pero desearía aclarar que no hice ningún tipo de aseveración 
sino una pregunta que apuntaba a saber si el instituto del concurso seguía con todo su vigor y si había sido reconstruido después 
del proceso de destrucción que sufrió en la época del gobierno de facto. La respuesta del Consejero es concretamente lo que yo 
quería saber. 


SEÑOR BONILLA.- En el mismo sentido que el Consejero Nadruz y para contestar al señor Senador Pereyra, me gustaría señalar 
que quisiéramos darle todavía más vigor al concurso. En cierto sentido es un sistema engorroso y muy laborioso, lo cual muchas 
veces genera que en los grados no docentes, por ejemplo, se produzca cierta demora. Precisamente, el Secretario está trabajando 
estrictamente sobre las bases y el Reglamento para poner en marcha todos los concursos de llamado a cargos no docentes de la 
ANEP en lo que, como es obvio, ya por su número será un proceso muy complicado. Los señores Senadores deben tener la 
certeza de que tanto a nivel docente como no docente es nuestra preocupación constante recurrir al concurso en todas las 
instancias, bajo la forma que sea y cuando sea necesario. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En nombre de la Comisión de Educación y Cultura agradecemos la presencia de las autoridades del 
CODICEN y, oportunamente, les haremos llegar otras inquietudes. Tenemos la esperanza, además -en esto creo interpretar el 
sentimiento de todos- de que podamos recuperar un intercambio fluido de manera de poder ahondar en otros problemas que no 
tengan las características del que hoy nos ocupa, sino que estén relacionados con la materia por la cual responde el Consejo 
Directivo Central. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 13 y 26 minutos.) 


linea del nie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


